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PREFACIO 

Las personas de origen indígena tienen todos los de- 
rechos consagrados en los instrumentos internacionales. 
Esta afirmación es sólo parcialmente cierta y además en- 
cierra una gran insuficiencia. Es cierta sólo en el plano de 
los principios, porque la realidad demuestra que el ser 
indígena, en nuestras sociedades y en nuestro tiempo, es 
un verdadero obstáculo para el goce efectivo de los dere- 
chos que todos los demás damos por sentados. Además, 
importantes derechos de los llamados “civiles y políticos”, 
como el de no sufrir discriminación por razones raciales 
o étnicas y el de gozar y disfrutar de la propia cultura,. 
son letra muerta en este hemisferio. 

La insuficiencia a que aludimos es que, precisamente, 
para poder gozar de muchos derechos, el indígena prác- 
ticamente tiene que renunciar a ser indígena. Los pueblos 
indígenas quieren ejercer colectivamente sus derechos, y 
para ello se impone que concibamos a nuestra doctrina 
de los derechos humanos también desde su perspectiva. 
Esa óptica no distorsiona a los derechos humanos sino que 
los amplía y los integra con visiones enriquecedoras. Sólo 
así se construye el ideal de la universalidad, que es tan 
central a la idea misma de los derechos humanos. 

El reconocimiento de la diversidad y del pluralismo 
cultural implica también admitir la posibilidad de que las 
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comunidades encuentren por sí solas formas creativas de 
dirimir los conflictos y de realizar el ideal de justicia. 
Naturalmente esto no significa que todo lo ancestral es 
automáticamente jzisto. Las comunidades evolucionan y 
el sentido de lo justo, incluida la noción de un proceso jus- 
to, también cambia con los tiempos. Cuando alguien pre- 
tende aferrarse a formas ancestrales de hacer las cosas, a 
menudo lo que ocurre es que viejos sectores de poder in- 
vocan la "tradición" como forma de conservar su poder. 
Pero el reconocimiento de la diversidad sí requiere que 
analicemos todas las prácticas sociales desde ópticas más 
humildes y comprensivas, y que sepamos aceptar que to- 
dos podemos aprender de todos. Esta aceptación de que 
hay riqueza en la diversidad se aplica también al dere- 
cho, como orden normativo que regula conductas y que 
obtiene eficazmente el acatamiento 

Actualmente, algunos textos constitucionales en el 
hemisferio han terminado por aceptar la compleja reali- 
dad que se define a partir del carácter pluricultural y 
multiétnico de los pueblos indígenas. Todo esto surge de 
la presencia, de las reinvindicaciones y de la existencia 
misma de cuarenta y cinco millones de seres humanos que 
constituyen esta población en América, que había alcan- 
zado un creciente e importante desarrollo político, mili- 
tar y cultural en su organización como naciones. Hoy en 
día sabemos también que el reconocimiento al derecho 
indígena contribuye al desarrollo progresivo del derecho 
de los derechos humanos y que, a la vez, no se opone sino 
más bien complementa el derecho positivo nacional. En 
tal virtud, las prácticas democráticas actuales no son ple- 
nas si no tienen en cuenta la diversidad cultural y jurídi- 
ca de los pueblos indígenas de nuestro continente. 

En este marco y desde hace años, el Instituto Intera- 
mericano de Derechos Humanos - IIDH, a través de su 
Programa de Pueblos Indígenas y Derechos Humanos, 
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aporta esfuerzos para coadyuvar a la .difusión de dichos 
derechos. Para ello ha llevado a cabo diversas activida- 
des en el marco de su plan de acción, entre otras: consul- 
tas interamericanas, consultorías, seminarios regionales, 
documentos e informes especializados, que han puesto 
en evidencia los avances y discrepancias que mueven el 
debate sobre los derechos indígenas en las Américas. 

El Programa se ha sustentado en el reconocimiento del 
derecho indígena (también conocido como derecho consue- 
tudinario indígena) y su relación con el derecho constitu- 
cional y los derechos humanos y la participación de la ciu- 
dadanía en el desarrollo y protección de  sus derechos. Se 
hace fundamentalmente alrededor de  cinco conjuntos de 
derec-; os: a) el derecho a s u  identidad coino pueblos; b) el de- 
recho a la tierra y al territorio; c) el derecho a ejercerformas de 
autogobierno y administración propias; d) el derecho al reco- 
nociiniento y ejercicio del derecho indígena; e )  el derecho a par- 
ticipar y decidir en la definición de las políticas nacionales. 

Las actividades impulsadas por el programa, de in- 
vesfigación, capacitación y participación/negociación, han te- 
nido tres finalidades: 

el estudio de las dimensiones sociales de los derechos de 
los pueblos indígenas como derechos humanos y de- 
rechos colectivos, a fin d e  ampliar la concepción 
doctrinaria de los derechos humanos en la legislación 
interamericana; 

la promoción del debate acudemico entre diferentes sec- 
tores y líderes indígenas de América Latina, sobre la 
legitimidad del derecho consuetudinario de  los pue- 
blos indígenas; 

la demostración a través de la investigación rigzirosa, de  
que en América Latina y el Caribe el derecho de  los 
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pueblos indígenas contribuye al desarrollo progresi- 
vo del derecho de  los derechos humanos y comple- 
menta el derecho positivo nacional. 

La estrategia general del programa se ha basado en el 
fortalecimiento democrático, potencialmente diverso y 
culturalmente plural en las Américas. En ese desarrollo 
disímil, se ha producido un incremento de las demandas 
indígenas. Varios países han constitucionalizado los de- 
rechos indígenas y otros más están ratificando el Conve- 
nio 169 de  la OIT. Pero lo que está en juego hoy es la mo- 
dernización del estado actual con relación al cumplimiento 
de dichas demandas. Democracia y estado de derecho no 
están opuestos al reconocimiento pleno de sociedades 
pluriculturales. Sin embargo, la democracia no será 
inclusiva, efectiva, suficiente y útil, si de  sus ventajas y 
logros, si de sus incentivos y su productividad, no se be- 
nefician todos los que  la componen, dentro d e  un  
ordenamiento jurídico en que convivan armónicamente 
diferentes etnias y pueblos en igualdad de derechos. Esto 
es parte del quehacer democrático y de los retos actuales 
de los derechos humanos en las Américas. 

En este esfuerzo se enmarca la publicación que hoy 
presentamos, escrita por Virginia A. Leary y que consti- 
tuye un estudio cuidadoso y profundo del Convenio 169 
de la OIT. Es un motivo de orgullo y agradecimiento la 
confianza depositada en nosotros, tanto por su  autora co- 
mo por el Centro Internacional para los Derechos Huma- 
nos y el Desarrollo Democrático del Canadá. Con esta pu- 
blicación damos inicio a una nueva colección, que espe- 
ramos consolidar en el futuro como una contribución al 
fortalecimiento de capacidades de  hombres y mujeres in- 
dígenas, para la defensa y protección de sus derechos. 

luan E. Méndez 
Director Ejecutivo 
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Los pueblos indígenas y tribales figuran entre los gru- 
pos más vulnerables de la sociedad. En todos los países 
donde existen dichos pueblos, constituyen uno de los gru- 
pos con los más bajos niveles de vida y de salud. Uno de 
los cambios más positivos en el área de los derechos hu- 
manos en años recientes ha sido el enfoque sobre los de- 
rechos de los pueblos indígenas y la forma en que se ha 
puesto de relieve la violación de los derechos de este gru- 
po tan vulnerable. 

El Convenio No. 169 sobre Pueblos Indígenas y Triba- 
les, adoptado por la Organización Internacional del Tra- 
bajo (OIT) en 1989, y el Convenio No. 107, adoptado por 
la OIT in 1957, también relacionado con la protección de 
las poblaciones indígenas, son de singular importancia, 
ya que constituyen los únicos instrumentos internaciona- 
les de cumplimiento obligatorio que protegen a los pue- 
blos indígenas y tribales. Los Estados que ratifican estos 
convenios están obligados bajo el derecho internacional a 
acatar sus disposiciones. 

El Convenio No. 169 revisa el anterior Convenio No. 
107, que fue criticado por muchos grupos indígenas por 
su enfoque integracionista. Abandona dicha tendecia ha- 
cia la asimilación que presenta el Convenio No. 107, y es- 
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tablece principios fundamentales relativos a la participa- 
ción de los indígenas en la vida nacional. incluye artícu- 
los detallados sobre la tenencia de tierras, el empleo, la 
seguridad social, la lengua y la salud. La ratificación del 
Convenio No. 169 implica la suspensión automática del 
Convenio No. 107, y ya no se aceptan ratificaciones de 
este. Hasta el 1 de enero de 1998, doce Estados habían 
ratificado el Convenio No. 169; el Convenio No. 107 se 
mantiene vigente para los 21 Estados que lo han ratifica- 
do, y que todavía no han ratificado el No. 169.' 

La adopción del Convenio No. 169 es uno de los es- 
fuerzos realizados recientemente a escala internacional 
para mejorar los derechos de los pueblos indígenas. Du- 
rante más de diez años, el Grupo de Trabajo sobre Pobla- 
ciones Indígenas de la Subcomisión de Prevención de Dis- 
criminaciones y Protección a las Minorías2 de las NN. UU. 
ha venido funcionando con amplia participación de los 
grupos indígenas. En la actualidad, un Proyecto de De- 
claración sobre Pueblos Indígenas, elaborado por dicho 
Grupo de Trabajo, está siendo analizado por un grupo de 
trabajo de la Comisión de Derechos Humanos. Además, 
se está discutiendo la formación de un Foro Permanente 
de las NN.UU. sobre Pueblos Indígenas. 

A diferencia de los Convenios No. 107 y No. 169, el 
Proyecto de Declaración de las NN.UU. y una declara- 
ción similar que se está analizando actualmente en la Or- 

1 

2 
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Los doce Estados que han ratificado el Convenio No. 169 son: Bolivia, 
Colombia, Costa Rica, Dinamarca, Fiji, Guatemala, Holanda, Hondu- 
ras, México, Noruega, Paraguay y Perú. 
Los siguientes 21 Estados ratificaron el Convenio No. 107, pero todavía 
no han ratificado el Convenio No. 169: Angola, Argentina, Bangladesh, 
Bélgica, Brasil, Cuba, Ecuador, Egipto, El Salvador, Ghana, Guinea- 
Bissau, Haití, India, Iraq, Malawi, Pakistán, Panamá, Portugal, Repú- 
blica Arabe Siria, República Dominicana y Túnez 

La Subcomisión es una instancia subsidiaria de la Comisión de Dere- 
chos Humanos de  las NN.UIJ. 
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ganización de Estados Americanos, aunque sean adopta- 
dos, no serán convenios de cumplimiento obligatorio. 
Serán instrumentos internacionales significativos que da- 
rán fe de un acuerdo común entre estados, pero no ten- 
drán la fuerza de tratados internacionales. 

La OIT ha participado activamente en la redacción del 
Proyecto de Declaración de las NN.UU., y participa en la 
consideración de este por parte del grupo de trabajo de la 
Comisión de Derechos Humanos. Desea asegurar que las 
disposiciones de la Declaración no queden por debajo de 
las del Convenio No. 169. El actual proyecto de Declara- 
ción, en cuya elaboración han participado activamente 
pueblos indígenas, representa más plenamente los pun- 
tos de vista de estos que el Convenio No. 169. Sin embar- 
go, por primera vez lo está estudiando una entidad 
intergubernamental, un grupo de trabajo de la Comisión 
de Derechos Humanos de las NN.UU., y en este foro se 
plantean de nuevo las objeciones expresadas por los go- 
biernos durante la redacción del Convenio No. 169. 

El presente estudio versa sobre la utilización del de- 
recho internacional, en particular el Convenio No. 169 de 
la OIT, para proteger y promover los derechos de los pue- 
blos indígenas y tribales. Hacer efectivas las normas in- 
ternacionales de derechos humanos a escala nacional y 
local no es una tarea fácil. Puede que dichas normas no 
sean del conocimiento de aquellos cuyos derechos se pre- 
tende proteger; que a escala nacional los gobiernos no res- 
peten las normas que han aceptado a escala internacio- 
nal; que no quede claro cómo normas de este tipo pueden 
utilizarse para proteger derechos; y que las presiones po- 
líticas a escala local sean más fuertes que la fuerza de las 
normas internacionales. Sin embargo, las normas inter- 
nacionales son instrumentos importantes, entre otros, que 
se pueden utilizar eficazmente para promover y proteger 
los derechos humanos. 

13 
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Aunque el Convenio No. 169 entró en vigor hace ape- 
nas ocho años, es posible efectuar por lo menos una eva- 
luación preliminar y parcial de los esfuerzos realizados 
para poner en práctica sus disposiciones. El propósito del 
presente estudio, que recoge, actualiza y complementa el 
trabajo de otros  comentarista^,^ es contribuir a promover 
y proteger los derechos de los pueblos indígenas de tres 
maneras: primero, al socializar las disposiciones del Con- 
venio No. 169; segundo, al documentar los esfuerzos rea- 
lizados por la OIT, diferentes estados, organizaciones no 
gubernamentales, sindicatos laborales y los pueblos indí- 
genas mismos para utilizar el Convenio a fin de mejorar 
los derechos indígenas; y tercero, al sugerir maneras en 
que el uso del Convenio puede contribuir al mejoramien- 
to de los derechos de  los pueblos indígenas y tribales. 

Se espera que estudios futuros (particularmente aque- 
llos basados en investigaciones en los estados ratificado- 
res) complementen este esfuerzo provisional de evaluar 
la manera en que el Convenio ha sido utilizado hasta la 
fecha para proteger los derechos de pueblos indígenas y 
tribales. 

Al igual que todos los tratados internacionales, el Con- 
venio No. 169 es un documento de consenso, que a veces 
condiciona, por medio de  cláusulas limitantes, disposi- 
ciones que reconocen los derechos de los pueblos indíge- 
nas y tribales. Dada la manera en que se redactó y la in- 
clusión de cláusulas limitantes, el Convenio fue criticado 
al principio por algunos grupos indígenas. Dichas críti- 
cas han sido aplacadas en la medida en que muchos gru- 
pos indígenas, particularmente en América Latina, han 
empezado a abogar por su ratificación. 

3 Véase en particular Lee Swepston, "Un premier bilan de  la coiivention 
relative aux  peuples  indigenec et tr ibaux d e  l'OIT", X e c h e r c h r s  
amérindienizps mi  Qtiibec, vol. xxv, N o  3 ,  otoiio de 1995,~. 47; escritos de  
Russell Barsh y Alain Bissonnette sohre el Convenio No. 169. 
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Los principios fundamentales de la participación y el 
respeto por los valores culturales de los pueblos indíge- 
nas y tribales que se consagran en el Convenio, así como 
disposiciones específicas, tales como las relacionadas con 
la tierra, son citadas de manera creciente y aceptadas como 
normas internacionales de común acuerdo y han incidido 
en programas bilaterales y multilaterales de asistencia 
técnica y de desarrollo. 

El impacto del Convenio ha aumentado con su adop- 
ción e implementación dentro de la Organización Inter- 
nacional del Trabajo, que vigila su aplicación y opera pro- 
gramas de asistencia técnica en apoyo a los dos conve- 
nios desde hace mucho tiempo. El valor del Convenio No. 
169 aumentará aún más en la medida en que los pueblos 
indígenas se informen sobre la manera de utilizarlo para 
proteger sus derechos. 

La primera parte del presente estudio es descriptiva. 
La Sección 1 describe la adopción del Convenio en medio 
de una polémica considerable. Las Secciones 11 y 111 se 
refieren a sus principales disposiciones y a1 método em- 
pleado por la OIT para monitorear la implementación del 
Convenio. Los programas de asistencia técnica que opera 
la OIT para promover el Convenio se describen en la Sec- 
ción IV. 

La Sección V, que abarca temas relacionados con las 
mujeres indígenas, no se limita a la consideración de di- 
chos temas con respecto al Convenio No. 169, sino que 
hace referencia a otros asuntos relacionados con las mu- 
jeres indígenas planteados en otros foros internacionales. 
La Sección VI constituye una discusión a fondo del papel 
excepcional que ha desempeñado el Convenio en el Pro- 
ceso de Paz en Guatemala. En el estudio se da énfasis a 
Guatemala, dada la importancia del tema indígena en esa 
nación, y porque existe abundante información con res- 
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pecto a la ratificación del Convenio No. 169, así como so- 
bre la controversia que ha provocado su posible aplica- 
ción en ese país. Todavía no hay tanta información dispo- 
nible sobre otros países. 

Los Estados que ratifican el Convenio tienen la obli- 
gación de remitir a los órganos de  vigilancia de la OIT 
informes sobre la aplicación del Convenio. La Sección VI1 
incluye información sobre la aplicación del Convenio en 
México, Perú y Noruega, con base en el intercambio de 
información y comentarios entre los gobiernos de estos 
países y la OIT como parte del proceso de presentación 
de informes. 

La Sección VI11 trata la situación en algunos estados 
en que existen pueblos indígenas, pero que probablemente 
no ratificarán el Convenio en este momento. 

En la Sección IX se considera la importante cuestión 
de cómo los pueblos indígenas pueden utilizar el Conve- 
nio para proteger sus derechos. Se presta particular aten- 
ción a la colaboración entre organizaciones indígenas y 
sindicatos laborales en la implementación del Convenio. 
El estudio termina con una sección de conclusiones. 

1. ADOPCIÓN DEL CONVENIO No. 169 DE LA OIT 

El Convenio No. 169 fue adoptado en 1989 en un mo- 
mento de creciente preocupación internacional por los 
derechos de los pueblos indígenas. Lo que suscitó el ma- 
yor interés en el tema fue un estudio exhaustivo de las 
Naciones Unidas preparado por el Relator Especial R. 
Martínez Cobo. Este con el título de Estudio del Problema 
de la Discriminación contra los Pueblos Indígenas, que se ini- 
ció en 1971 y se completó en 1986, ha incidido en todos 
los avances relacionados con los derechos de los pueblos 
indígenas logrados desde entonces. 
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En la medida en que los temas indígenas iban adqui- 
riendo mayor importancia al interior de  las Naciones 
Unidas, el Convenio No. 107 de la OIT, fue objeto de críti- 
cas crecientes por su orientación hacia la asimilación. El 
proceso de redacción del Convenio No. 169, que revisa el 
No. 107, empezó en 1986 y concluyó en 1989, con su adop- 
ción. Por otra parte, el Convenio No. 169 de la OIT es un 
convenio de trabajo internacional atípico porque difiere 
de otros convenios de la OIT en lo siguiente: (1) su temá- 
tica y (2) la participación (aunque limitada) en su  redac- 
ción de actores no gubernamentales que no fueran orga- 
nizaciones de trabajadores o empleadores (es decir, las or- 
ganizaciones indígenas). El alcance de  los programas de 
asistencia técnica de la OIT en apoyo al Convenio tam- 
bién es un aspecto excepcional dentro de la Organización. 

Se puede interpretar como una anomalía el que la OIT 
haya adoptado convenios sobre pueblos indígenas, sobre 
todo convenios que no se limitan a temas laborales. La 
OIT no tiene mandato específico con respecto a los pue- 
blos indígenas en general. Sin embargo, los Convenios No. 
107 y No. 169 abarcan muchos aspectos además de los la- 
borales, tales como salud, educación y lengua. Hay razo- 
nes históricas que explican la participación poco usual de 
la OIT en los temas indígenas. La participación de  la OIT 
en dichos temas data del año 1921, cuando emprendió una 
serie de estudios sobre las condiciones laborales de los 
trabajadores "nativos" o "indígenas" en las colonias. Es- 
tos estudios revelaron la existencia de trabajo forzoso en 
muchas partes y conllevaron a la adopción del Convenio 
de la OIT sobre el Trabajo Forzoso (No. 29) en 1930, que 
continúa siendo relevante para la condición de los traba- 
jadores indígenas. 

Er! los años cincuenta, se inició un programa de desa- 
rrollo indígena andino con la colaboración de varias agen- 
cias de las NN.UU. Como consecuencia de dicho progra- 
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ma, se solicitó a la OIT redactar un convenio que abarcara 
una amplia gama de problemas indígenas que iban más 
allá del trabajo forzoso. El título (y las disposiciones) del 
Convenio No. 107, adoptado en 1957 (Convenio relativo 
a la Protección e Integración de las Poblaciones Indígenas 
y de Otras Poblaciones Tribales y Semitribales en los Paí- 
ses Independientes) reflejaban la orientación hacia la asi- 
milación que prevalecía en ese momento con respecto a 
los temas indígenas (destacado de la autora). 

El Convenio No. 169 ha sido ratificado por Bolivia, 
Colombia, Costa Rica, Dinamarca, Guatemala, Honduras, 
México, Noruega, Paraguay y Perú, y varios otros países 
están considerando su ratificación en este momento. (Véa- 
se Sección VI11 abajo). El Convenio No. 107 fue ratificado 
por 27 países y se mantiene vigente para los 21 países que 
no han ratificado el nuevo con ve ni^.^ 

El Convenio se redactó siguiendo el método normal 
empleado por la OIT para la adopción de convenios, con 
una excepción: además de los gobiernos y organizaciones 
de trabajadores y empleadores, un número reducido de 
organizaciones indígenas fue seleccionado e invitado, en 
calidad de observadores, a presentar sus comentarios a la 
Comisión encargada por la Conferencia de estudiar el 
Convenio propuesto. La OIT es el único organismo de las 
NN.UU. que permite la participación de entidades no 
gubernamentales en todas sus actividades, inclusive en 
la redacción de convenios. No obstante, dicha participa- 
ción se limita a organizaciones laborales (organizaciones 
de trabajadores y empleadores). A otras organizaciones 
no gubernamentales, tales como organizaciones indíge- 
nas, no se les conceden los mismos derechos de participa- 
ción que a agrupaciones de trabajadores y empleadores. 
La invitación extendida a algunas organizaciones indíge- 

4 Ver Nota 1 arriba 
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nas para que hicieran comentarios a la Comisión de la 
Conferencia fue atípica. 

El proceso de revisar el Convenio No. 169 se inició en 
1986 con la realización de una Reunión de Expertos a la 
que fueron invitados algunos representantes de organi- 
zaciones indígenas. Los expertos concluyeron en que el 
Convenio No. 107 debía ser revisado con el propósito de 
eliminar s u  enfoque integracionista e incluir nuevas dis- 
posiciones relativas a tenencia de  tierra, contratación y 
condiciones de empleo. De conformidad con la práctica 
usual, la Secretaría de  la OIT solicitó opiniones de los go- 
biernos y las organizaciones ocupacionales con respecto 
a la redacción de un proyecto de convenio. Luego elaboró 
un borrador que fue presentado a consideración de una 
Comisión creada por la Conferencia de la OIT (el órgano 
plenario de la OIT) en 1988, y de nuevo en 1989, para su 
discusión y posterior a d ~ p c i ó n . ~  

Representantes del Consejo Mundial de Pueblos Indí- 
genas, la Conferencia Inuit Circumpolar, el Consejo de  
Cuatro Direcciones, la Asociación Mundial Indígena, el 
Consejo Sami Nórdico, el Consejo Indígena de América 
del Sur y la Organización Internacional de Desarrollo de 
los Recursos Indígenas fueron invitados a dar declaracio- 
nes orales durante las sesiones de la Conferencia convo- 

5 Para información más detallada acerca d e  la redacción del Convenio, 
ver los siguientes documentos d e  la O I T  
Informes sobre la Revisión Parcial del Convenio d e  Pueblos Indígenas 
y Tribales, 1957 (No. 107): 
Informe VI (1), Conferencia Internacional del Trabajo, 75" reunión, 1988; 
Informe IV (ZA), conferencia Internacional del Trabajo, 76a reunión, 
1989; 
Informe IV (2B), Conferencia Internacional del Trabajo, 76" reunión, 1989; 
Actas Provisionales, 75" Reunión, Conferencia Internacional del Traba- 
jo, No 32 y No. 36, junio d e  1988. 
Actas Provisionales, 76' Reunión, Conferencia Internacional del Traba- 
jo, No. 25 y No. 32, junio d e  1989 
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cadas para la redacción del proyecto de convenio, tanto 
en 1988 como en 1989.6 

Indígenas o representantes de organizaciones de pue- 
blos indígenas también integraron algunas de las delega- 
ciones que asistieron a la Conferencia. Representantes del 
Grupo de Trabajadores en la Comisión instaron reitera- 
damente a que se incluyeran disposiciones que reflejaran 
los deseos de los pueblos indígenas. La mayoría de  los 
gobiernos, aunque no todos, y casi todos los empleadores 
preferían disposiciones que, en muchos casos, se oponían 
a los deseos expresos de  la organizaciones indígenas. (Un 
representante de los empleadores holandeses emitió el 
único voto en contra de la adopción del Convenio). Apa- 
rentemente, representantes indígenas participaron activa- 
mente en las deliberaciones del Grupo de  Trabajadores 
durante las sesiones de la Comisión de la Conferencia, 
expresando posteriormente su agradecimiento al Grupo.7 

Aunque se permitió a los representantes indígenas 
ofrecer sus comentarios, no eran integrantes de la comi- 
sión de redacción (como lo fueron las delegaciones gu- 
bernamentales y los representantes de las organizaciones 
de trabajadores y empleadores) y, por lo tanto, no tenían 
derecho a votar sobre el texto final. Un representante in- 
dígena que participó en la Conferencia comentó: 

La cuestión de  los pueblos indígenas es extremada- 
mente complicada y técnica. Aún así la OIT no convo- 

6 

7 

Véase Actas Provisionales, 1988 y 1989, idL 

La Sra. Ahiaba, representante del Consejo Indígena de  América del Sur: 
"Nos alienta la sensibilidad y comprensión demostradas en beneficio 
de  los pueblos indígenas por parte del Grupo de  Trabajadores y algu- 
nos gobiernos". Acta Provisional, Conferencia Internacional del Traba- 
jo, 1988, No. 36, p .  22. Véase también, Conferencia Internacional del 
Trabajo, 1988, Acta Provisional, No. 36, p 18. 
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có a los expertos, que son los pueblos indígenas. Aun- 
que los gobiernos, empleadores y trabajadores no son 
expertos en el área de los pueblos indígenas, fueron 
ellos quienes tenían el poder para tomar decisiones.' 

El hecho de que los representantes indígenas fueron 
invitados únicamente en calidad de observadores a una 
conferencia que redactaba un convenio sobre los derechos 
indígenas, despertó fuertes resentimientos entre diferen- 
tes grupos indígenas, que criticaron abiertamente el mé- 
todo de redactar el Convenio No. 169, así como algunas 
de sus disposiciones. Desafortunadamente, esta situación 
está implícita en el actual sistema legal internacional, don- 
de  los gobiernos son los que toman las decisiones, y está 
siendo duplicada en las deliberaciones en el seno de  las 
Naciones Unidas sobre el Proyecto de  Declaración. 

La presencia de grupos indígenas y su limitada parti- 
cipación representaron una desviación importante de los 
procedimientos normales de la OIT, ya que es poco co- 
mún que se les dé la palabra a organizaciones no guber- 
namentales que no sean de índole laboral en las reunio- 
nes de Comisiones de la Conferencia encargadas de  re- 
dactar convenios de la OIT. El hecho de  que aun esta limi- 
tada participación fuera excepcional dentro de  la OIT no 
fue apreciado por todos los grupos indígenas, que en el 
momento estaban participando como actores plenos en el 
Grupo de  Trabajo de las NN.UU. De esta manera, el Con- 
venio de la OIT tuvo un mal comienzo en lo que a los 
indígenas mismos se refiere. Las críticas del Convenio No. 
169 provinieron especialmente de las organizaciones in- 
dígenas de  Norteamérica. 

El Convenio fue adoptado por el plenario de la Con- 
ferencia en junio de 1989 por una votación de 328 a favor, 

8 conferencia Internacional d e  rrabajo, 1989, Acta Provisional No 31, p 9 
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1 en contra (el representante de los empleadores de Ho- 
landa) y 49 abstenciones. Veinte delegaciones guberna- 
mentales, nueve representantes de empleadores y seis re- 
presentantes de trabajadores se abstuvieron de votar.' 
Entre las 20 delegaciones gubernamentales que se abstu- 
vieron de votar, tres (Costa Rica, Guatemala y Perú) rati- 
ficaron el Convenio posteriormente, y el Parlamento de 
Argentina ha autorizado su ratificación. Algunos gobier- 
nos explicaron sus razones para abstenerse en la Sesión 
Plenaria.'O 

En la forma en que eventualmente se adoptó, el Con- 
venio No. 169 representa un acuerdo entre puntos de vis- 
ta divergentes y, como se dijo anteriormente, no es del 
todo satisfactorio para algunos grupos indígenas que han 
hecho público su desencanto. Sus objeciones se relacio- 
naron con su limitada participación durante la redacción, 
con la declaración sobre las implicaciones del uso de la 
palabra "pueblos" en el texto (ver abajo), y con el hecho 
de que el texto adoptado requería solamente consultas con, 
y no el consentimiento de, los pueblos indígenas con res- 
pecto a medidas legislativas o administrativas que los 
afectaba y con las disposiciones sobre tenencia de tierra. 
Aunque estas críticas son lamentadas por todos los pue- 
blos indígenas, el Convenio ha sido ampliamente apoya- 
do por varios grupos indígenas en América Latina. 

9 Se abstuvieron Argentina, Bangladesh, Barbados, Birmania, Brasil, Re- 
pública Centroafricana, Costa Rica, Egipto, El Salvador, Francia, Gua- 
temala, Indonesia, Japón, Kuwait, Jamahiriya Arabe Libia, Perú, 
Suriname, Uruguay y Venezuela. Las delegaciones de algunos gobier- 
nos tenían dos miembros, y los dos se abstuvieron; otras estaban con- 
formadas por sólo un representante gubernamental, lo que explica el 
conteo de votos. Cada delegación guberiiamental incluyó sólo un re- 
presentante de los trabajadores y un representante de los empleadores. 
Conferencia Internacional del Trabajo, Acta ProvisionaI, 1989, No. 32, 
pp. 17 a 19. 

Conferencia Internacional del Trabajo, 1989, Acta Provisional, No. 32, 
pp. 11 a 13. 

10 
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El Convenio entró en vigor el 5 de septiembre de 1991, 
como resultado de las ratificaciones de Noruega y Méxi- 
co registradas en 1990. 

11. LAS DISPOSICIONES DEL CONVENIO No. 169 

La orientación básica, principios fundamentales y me- 
dio de aplicación del Convenio No. 169 son de suma im- 
portancia. Primero, constituye un instrumento de dere- 
cho internacional poco común, puesto que reconoce los 
derechos de las colectividades: es decir, los pueblos indí- 
genas y tribales. Segundo, abandona la orientación hacia 
la asimilación del Convenio No. 107 y enfatiza la partici- 
pación de los pueblos indígenas en asuntos que inci- 
den en su situación y en el respeto por su cultura. Terce- 
ro, su adopción y aplicación por la OIT mejora su efecti- 
vidad. 

El Convenio está dividido en diez Partes, las cuales 
contienen 35 disposiciones sustantivas sobre Política Ge- 
neral, Tierras, Contratación y Condiciones de Empleo, 
Formación Profesional, Artesanía e Industrias Rurales, 
Seguridad Social y Salud, Educación y Medios de Comu- 
nicación, Contactos y Cooperación a Través de las Fron- 
teras, Administración, Disposiciones Generales y Dispo- 
siciones Finales. Dadas las limitaciones espaciales de este 
estudio, sólo se pueden examinar algunas de las disposi- 
ciones claves.” 

11 Los lectores que desean más información pueden consultar Pueblos in- 
dígenas y tribales: Guía para la nplicnción del Convenio nzírn. 169 de la OiT, 
publicado por  la OiT, y un informe d e  Public Cervices international, 
indigeiioirs Tribal Ptoples anrf Trade Uriions, setiembre d e  1996, Public 
Cervices International. 45 Avenue Voltaire, BP 9, 01211, Ferney-Voltaire 
Cedex, Francia 
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A. Principios fundamentales 

El Preámbulo del Convenio hace referencia a su filo- 
sofía básica. Señala que la Conferencia que adopta el Con- 
venio reconoce las aspiraciones de los pueblos indígenas 
”a asumir el control de sus propias instituciones y formas 
de vida y de su desarrollo económico y a mantener y for- 
talecer sus identidades, lenguas y religiones, dentro del 
marco de los Estados en que viven”. Asimismo, advierte 
que en muchas partes del mundo dichos pueblos ”no pue- 
den gozar de los derechos humanos fundamentales en el 
mismo grado que el resto de la población de los Estados 
en que viven y sus leyes, valores, costumbres y perspecti- 
vas han sufrido a menudo una erosión”. Destaca, además, 
que los cambios en la situación de los pueblos indígenas 
han hecho aconsejable la adopción de nuevas normas in- 
ternacionales en la materia, a fin de eliminar la orienta- 
ción hacia la asimilación del Convenio No. 107. 

Los principios generales del Convenio se esbozan en 
la Parte 1 del mismo: 

Los gobiernos deberán asumir la responsabilidad de 
desarrollar, con la participación de los pueblos intere- 
sados, una acción coordinada y sistemática con miras 
a proteger los derechos de esos pueblos y a garantizar 
el respeto de su integridad. (Art. 2) 

Los pueblos indígenas y tribales deberán gozar ple- 
namente de los derechos humanos y libertades fun- 
damentales, sin obstáculos ni discriminación. (Art. 3,  
párr. 1) 

No deberá emplearse ninguna forma de fuerza o de 
coerción que viole los derechos humanos y las liberta- 
des fundamentales de los pueblos interesados. (Art. 
3, párr. 2) 
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Deberán adoptarse las medidas especiales que se pre- 
cisen para salvaguardar las personas, las institucio- 
nes, los bienes, el trabajo, las culturas y el medio am- 
biente de los pueblos interesados. (Art. 4). 

Deberán reconocerse y protegerse los valores y prác- 
ticas sociales, culturales, religiosos y espirituales pro- 
pios de dichos pueblos. (Art. 5 )  

Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los 
gobiernos deberán consultar a los pueblos interesados. 
(Art. 6) 

Los pueblos interesados deberán tener el derecho de 
decidir sus propias prioridades en lo que atañe al pro- 
ceso de desarrollo, en la medida en que éste afecte a 
sus vidas, creencias, instituciones y bienestar espiri- 
tual y a las tierras que ocupan. (Art. 7) 

Al aplicar la legislación nacional a los pueblos intere- 
sados deberán tomarse debidamente en consideración 
sus costumbres o su derecho consuetudinario. (Art. 8, 
párr. 1) 

B. La aplicación del Convenio No. 169 a los 
”Pueblos Indígenas y Tribales” 

El Proyecto de Declaración que está bajo considera- 
ción en las Naciones Unidas no contiene una definición 
del término ”pueblos indígenas” y, a diferencia del Con- 
venio No. 169, no se aplica a ”pueblos tribales”. Muchas 
de las organizaciones indígenas que participan en la re- 
dacción de la Declaración de las NN.UU. han manifesta- 
do que el esfuerzo para definir ”pueblos indígenas” eli- 
mina la posibilidad de auto-identificación y puede ser 
usado por los estados para eximirse de la aplicación de la 
Declaración. El Convenio No. 169 no ofrece und defini- 
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ción de ”pueblos indígenas y tribales”, sino que declara 
que el Convenio se aplica:12 

a) a los pueblos tribales en países independientes, 
cuyas condiciones sociales, culturales y económicas los 
distingan de  otros sectores de la colectividad nacio- 
nal, y que estén regidos total o parcialmente por sus 
propias costumbres o tradiciones o por una legisla- 
ción especial; 

b) a los pueblos en países independientes, conside- 
rados indígenas por el hecho de descender de pobla- 
ciones que habitaban en el país o en una región geo- 
gráfica a la que pertenece el país en la época de la con- 
quista o la colonización o del establecimiento de  las 
actuales fronteras estatales y que, cualquiera que sea 
su situación jurídica, conservan todas sus propias ins- 
tituciones sociales, económicas, culturales y políticas, 
o parte de ellas. 

La inclusión de los pueblos tribales en la cobertura del 
Convenio preocupó a algunos estados. Al concluirse la 
redacción del Convenio, el representante de la India (quien 
votó en favor del Convenio) afirmó que: 

Mi delegación quiere reiterar que las poblaciones triba- 
les de  la India no son comparables, en función de sus 
problemas, intereses y derechos, con los pueblos indí- 
genas de algunos otros países. De ahí que hemos ma- 
nifestado nuestras reservas con respecto al uso de cier- 
tos términos como ”pueblos”, ”territorios”, tratados”, 
etc., los cuales no corresponden a la situación tribal 
en nuestro país. Vemos con beneplácito el hecho de 
que el Artículo del nuevo Convenio permite la desea- 

12 Para una excelente discusión de  la definición d e  ”pueblos indígenas”, 
véase IndiyriroicclTribaI P e o p l e c  n i i d  Trurlr ü n i o n c .  Public Cervices 
Internatioiial, 1996, Id. pp.  27-35. 
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da flexibilidad en cuanto a la naturaleza y el alcance 
de las medidas a ser adoptadas en función de las con- 
diciones propias de cada país.13 

Durante varios años la Comisión de Expertos que vi- 
gila el Convenio No. 107 ha manifestado preocupación 
por el tratamiento, por parte de Bangladesh, de los pue- 
blos tribalec de los Chittagong Hill Tracts. En 1989, un re- 
presentante de la OIT realizó una visita a Bangladesh 
orientada a evaluar la aplicación del Convenio a dichos 
pueblos. En las discusiones del grupo de trabajo de la Co- 
misión de Derechos Humanos sobre el Proyecto de De- 
claración de las NN.UU., Bangladesh ha abogado por que 
la declaración se limite a los pueblos indígenas y no abar- 
que a los tribales; ha declarado que desea limitar el papel 
desempeñado por la OIT en la redacción de la Declara- 
ción a causa de la inclusión del término ”pueblos tribales” 
en el Convenio de la OIT.14 

La descripción de los pueblos tribales en el Convenio 
abarcaría grupos en el continente africano, tales como los 
pueblos masái, los pigmeos, los san y los nómadas de las 

13 Conferencia Internacional del Trabajo, 1989, Actas Provisionales No. 32, 
11. El Artículo 34 del Convenio al que se refirió la India establece que 

pla naturaleza y el alcance de  las medidas que se adopten para dar efec- 
to al presente Convenio deberán determinarse con flexibilidad, tenien- 
do  en cuenta las condiciones propias de cada país”. 

14 Declaración de  Bangladesh en la 53a Sesión de la Comisión d e  Dere- 
chos Humanos, bajo el punto 24 de la agenda (1 de  abril de  1997). 
En diciembre de 1997, el Comité Nacional sobre los Chittagong Hill 
Tracts, en representación del gobierno de  la República Popular d e  
Bangladesh, y Parbatya Chattagram Jana Sanghati Samity, en represen- 
tación de los habitantes de los Chittagong Hill Tracts, llegaron a un 
acuerdo para “mantener vigentes los derechos políticos, sociales, cul- 
turales, educativos y económicos de todos los habitantes de  la región 
d e  los Chittagong Hill Traits, agilizar el proceso d e  desarrollo 
socioeconómico y preservar, respectivamente, los derechos de todos los 
ciudadanos de  Bangladesh y su desarrollo”. Si este acuerdo resuelve 
los asuntos que preocupaban a la OIT, podría resultar en menos oposi- 
ción de Bangladesh al Convenic No. 169 de  la OIT. 
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regiones desérticas del norte. Los países africanos han 
afirmado que todas sus poblaciones son "indígenas" y, 
por lo tanto, grupos específicos dentro de los países no 
pueden considerarse "indígenas" ni otorgárseles conside- 
ración especial. Los países africanos están particularmente 
preocupados por evitar conflictos entre grupos dentro de 
los estados independientes. Todos los países africanos, 
salvo la República Centroafricana, votaron en favor de la 
adopción del Convenio No. 169. 

C. El término "Pueblos" 

El tema más controvertido durante la redacción del 
Convenio fue el uso del  término "pueblos" y sus  
implicaciones en relación con la libre determinación. En 
su primera sesión en 1988, la Comisión de la Conferencia 
no pudo decidir si debería usarse el término "poblacio- 
nes" (utilizado en el Convenio No. 107) o el término "pue- 
blos", tal y como pretendían las organizaciones indíge- 
nas. Las organizaciones indígenas y los representantes de 
los trabajadores abogaban fuertemente por el término 
"pueblos". Muchos estados se oponían a su uso y prefe- 
rían "poblaciones", porque temían que la adopción del 
término "pueblos" implicaba el derecho a la libre deter- 
minación, incluyendo el derecho a la secesión. En la se- 
gunda discusión en 1989, se acordó que se usaría el tér- 
mino "pueblos" pero que se incluiría la siguiente salve- 
dad en el Artículo 1 (3): 

La utilización del término pueblos en este Convenio no 
deberá interpretarse en el sentido de  que tenga 
implicación alguna en lo que atañe a los derechos que 
pueda conferirse a dicho término en el derecho inter- 
nacional. 

De esta forma el Convenio no adopta ninguna posi- 
ción con respecto a la cuestión de si el uso del término 
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"pueblos", en el contexto de los pueblos indígenas, im- 
plica la autodeterminación. El primer artículo tanto del 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos como 
del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Socia- 
les y Culturales establece que "todos los pueblos tienen 
el derecho de libre determinación". El uso del término 
"pueblos" respondía a los deseos de las organizaciones 
indígenas, pero el hecho de que el Convenio no declare 
que los pueblos indígenas tengan el derecho a la autodeter- 
minación es una de las principales objeciones planteadas 
por los grupos indígenas. La posición de la OIT es que 
este asunto debe ser resuelto por las NN.UU. 

El alcance del derecho de libre determinación todavía 
no está claro bajo el derecho internacional, en particular 
si permite la secesión de "pueblos" en un estado inde- 
pendiente. Con la excepción del lenguaje de los dos Pac- 
tos, la posición de las NN.UU. siempre ha sido que la li- 
bre determinación se aplica únicamente en contextos co- 
10niales.l~ 

En el contexto actual de las relaciones internaciona- 
les, es poco probable que un organismo de las NN.UU. 
acepte la implicación que la libre determinación justifi- 
que la secesión de un "pueblo" de un estado independien- 
te, excepto en las circunstancias más extremas. 

El Artículo 3 del Proyecto de Declaración de  las 
NN.UU., que está siendo analizado actualmente por un 
grupo de trabajo de la Comisión de Derechos Humanos, 
adopta el lenguaje de los dos Pactos, al establecer que "los 

15 Para una excelente discusión del concepto de la libre determinación en 
el contexto de  los pueblos indígenas, véase el artículo de  Maivan Clech 
Larn, "The Legal Value of Self-Determination: Vision or Inconvenience?" 
en People or Peoples: Equality, Atrtonomy and Self-Determination: Ttie lssties 
u t  Stake of the Inteinaiiorial Decade of the World's Indigenotrs People, 
International Centre for Human Rights and Dernocratic Developrnent, 
Montreal, 1996. 
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pueblos indígenas tienen derecho a la libre determinación. 
En virtud de ese derecho determinan libremente su con- 
dición política y persiguen libremente su desarrollo eco- 
nómico, social y cultural". Esta disposición ha provocado 
la oposición de algunos estados, al igual que lo hizo el 
uso del término "pueblos" en el Convenio de la OIT.I6 
Algunos países se abstuvieron de votar en favor del Con- 
venio de la OIT porque objetaban el uso del término "pue- 
blos'' en el mismo. "Con muy pocas excepciones, los Es- 
tados están renuentes a reconocer el derecho no califica- 
do a la libre determinación y desconfían de otros aspec- 
tos relacionados con los derechos que disminuirían su 
autoridad".17Sin embargo, la reclamación fundamental de 
los pueblos indígenas es que se les reconozca como "pue- 
blos". 

Con respecto a las discusiones en torno al uso del tér- 
mino "pueblos" en el Convenio No. 169 y el hecho de que 
no se refiere'expresamente a la libre determinación, Anaya 
ha escrito: 

Sin embargo, es evidente que el concepto normativo 
implícito en la retórica sobre la libre determinación 
de los pueblos indígenas se afianzó en un grado con- 
siderable en el Convenio No. 169. Aun el uso califica- 
do del término pueblos implica cierta afirmación de la 
identidad del grupo indígena y los correspondientes 
atributos de comunidad. Además, no obstante sus de- 

16 

. 
Véase Russell Barsh, "Indigenous Peoples and the UN Commission on 
Human Rights: A Case of the ImmovabIe Object and the Irresistible 
Force", Human Rights Quarterly, Vol. 18, No. 4,1996, pp. 782-814. 

B. Dennis Marantz, "Icsues Affecting the Rights of Indigenous Peoplec 
in InternationaI Fora", p. 10 en People or Peoples: Equaiity, Autonomy and 
Self-Determination: the Issues at Stake of the International Decade of the 
World's Indigenous People, International Centre for Human Rights and 
Democratic Development, Montreal, 1996. 

17 
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fectos, el Convenio No. 169 logra afirmar el valor de 
las comunidades y culturas indígenas y establecer una 
serie de preceptos básicos en ese sentido.'* 

D. Tierras y territorio 

La importancia del vínculo intrínseco entre la cultura 
y las vidas de los pueblos indígenas y sus tierras y terri- 
torios es comprendida cada vez más; el Convenio No. 107 
de 1957 fue el primer instrumento internacional que in- 
cluyó el reconocimiento de los derechos de los indígenas 
a sus tierras y el Convenio No. 169 ha reafirmado dicho 
recono~imiento. '~ El Artículo 13 del Convenio establece 
que, al aplicar el Convenio, 

los gobiernos deberán respetar la importancia espe- 
cial que para las culturas y valores espirituales de los 
pueblos interesados reviste su relación con las tierras 
o territorios, o con ambos, según los casos, que ocu- 
pan o utilizan de alguna otra manera, y en particular 
los aspectos colectivos de esa relación. 

Asimismo, estipula que la utilización del término "tie- 
rras'' en el Convenio incluye el concepto de territorios, 
"lo que cubre la totalidad del hábitat de las regiones que 
los pueblos interesados ocupan o utilizan de alguna otra 
manera". 

El Artículo 14 establece que: 

(1) Deberá reconocerse a los pueblos interesados el 
derecho de propiedad y de posesión sobre las tierras 

18 James Anaya, Zndigenuus Peciples i i i  Znternritional Lazu, Oxford üniversity 
Press, 1996, p. 49. 

19 Véase Anaya, Id, páginas 105-107 para una discusión d e  las disposicio- 
nes del Convenio No 169 con respecto a la tierra 

31 



Instituto Interamericano de Derechos Humanos 

que tradicionalmente ocupan. Además, en los casos 
apropiados, deberán tomarse medidas para salvaguar- 
dar el derecho de los pueblos interesados a utilizar 
tierras que no estén exclusivamente ocupadas por 
ellos, pero a las que hayan tenido tradicionalmente 
acceso para sus actividades tradicionales y de subsis- 
tencia. A este respecto, deberá prestarse particular 
atención a la situación de los pueblos nómadas y de 
los agricultores itinerantes. 

El Artículo 15 establece que: 

Los derechos de los pueblos interesados a los recur- 
sos naturales existentes en sus tierras deberán prote- 
gerse especialmente. Estos derechos comprenden el 
derecho de esos pueblos a participar en la utilización, 
administración y conservación de dichos recursos. 

Las iniciativas económicas, el deseo por el desarrollo 
y el actual énfasis en la economía de mercado en todas 
partes del mundo constituyen una amenaza contra el uso 
de sus tierras por parte de los pueblos indígenas. Las dis- 
posiciones sobre tierras contempladas en el nuevo conve- 
nio de la OIT provocaron fuertes reacciones durante su 
redacción, tal y como lo señaló el Presidente de la Comi- 
sión encargada: 

Otro tema en relación con el cual hubo diferencias de 
opinión fue el de las tierras. Este es un asunto embro- 
llado porque se relaciona con el uso de los recursos 
naturales e implica que tiene que encontrarse un equi- 
librio sabio y equitativo entre los intereses del Estado 
y de la sociedad en su totalidad, y de los intereses y 
supervivencia de las poblaciones tribales e indígenas.*O 

20 El Sr. Espana-Smith, Presidente d e  la Comisión sobre el Convenio No. 
107, Conferencia Internacional del Trabajo, 75a reunión, Ginebra, 21 d e  
junio d e  1998, Actas Provisionales, No. 36, pp. 3-4. 
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Los representantes de los empleadores y varios miem- 
bros gubernamentales del Comisión encargada de la re- 
dacción del Convenio expresaron serias reservas acerca 
de las disposiciones sobre la tierras que finalmente se 
adoptaron. 

Desde que el Convenio entró en vigor, muchas cues- 
tiones han surgido con respecto a las obligaciones de los 
estados ratificadores en cuanto a los derechos sobre la tie- 
rra. En secciones posteriores de  este estudio se hace refe- 
rencia a la importancia del tema en Guatemala y Norue- 
ga. La Comisión de Expertos de  la OIT ha hecho pregun- 
tas relacionadas con la tierra a todos los estados ratifica- 
dores que han presentado informes sobre la aplicación del 
Convenio No. 169. En una ”solicitud directa”21 hecha a 
Bolivia en 1995, la Comisión indicó que ”no se ha tomado 
ninguna medida especial para reconocer y proteger los 
derechos de propiedad y posesión de pueblos indígenas 
a sus tierras tradicionales, ni con respecto a los derechos 
de acceso de pueblos nómadas a tierras sobre las cuales 
gozan de un tradicional derecho al uso.. .” En comenta- 
rios hechos a Costa Rica, la Comisión señaló que el Go- 
bierno había reportado que existían grandes áreas de tie- 
rras indígenas que estaban en manos de  personas no in- 
dígenas, y que no disponía de suficientes recursos para 
compensar a los indígenas. La Comisión solicitó al Go- 
bierno ”brindar información sobre la forma en que pien- 
sa aplicar la Ley Indígena con respecto al traslado de  es- 
tas personas, así como las otras medidas legales disponi- 
bles a fin de  devolver estas tierras a sus propietarios 
ancestrales”. (Solicitud directa a Costa Rica, 1996). 

21 Véase la siguiente sección referente al sistema de vigilancia de la OIT 
para una explicación del papel de  la Comisión de Expertos y la diferen- 
cia entre las “observaciones” y las ”solicitudes directas” hechas a los 
gobiernos. 
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Ver también la Sección VIII(C) relacionada con la cues- 
tión de los derechos sobre la tierra en Noruega. 

La Comisión también tomó nota de los esfuerzos po- 
sitivos de los estados para cumplir con las disposiciones 
referentes a la tierra contenidas en los artículos del Con- 
venio: ”La Comisión ha notado los constantes esfuerzos 
del Gobierno por reconocer y proteger los derechos de 
propiedad y posesión de los pueblos indígenas sobre las 
tierras que tradicionalmente ocupan” (solicitud directa a 
Colombia, 1995). 

E. Excepciones y limitaciones 

Varias de  las disposiciones del Convenio contienen 
cláusulas que limitan lo dispuesto acerca del reconoci- 
miento de  derechos. La naturaleza limitativa de las dis- 
posiciones ha sido criticada tanto por activistas indíge- 
nas y no indígenas, como por académicos. El Artículo 16 
ejemplifica el tipo de  limitaciones establecidas para algu- 
nas de  las disposiciones: 

1. A reserva de  lo dispuesto en los párrafos siguientes 
de  este artículo, los pueblos interesados no deberán 
ser trasladados de las tierras que ocupan. 

2. Cuando excepcionalmente el traslado y la reubica- 
ción de  esos pueblos se consideren necesarios, sólo 
deberán efectuarse con su consentimiento, dado libre- 
mente y con pleno conocimiento de causa. C u a n d o  no 
p u e d a  obtenerse sil consentirnien to ,  el traslado y la 
reubicación sólo deberá tener lugar al término de pro- 
cedimientos adecuados establecidos por la legislación 
nacional, incluidas encuestas públicas, cuando haya 
lugar, en que los pueblos interesados tengan la posi- 
bilidad de  estar efectivamente representados. (Desta- 
cado de la autora). 
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Esta disposición, que permitiría la reubicación de pue- 
blos indígenas sin su permiso en ciertas circunstancias, 
da prioridad a los procedimientos por encima de los de- 
rechos sustantivos, al igual que muchos de los artículos 
del Convenio. Muchos instrumentos de  derechos huma- 
nos contienen cláusulas que limitan el otorgamiento de  
derechos, y disposiciones de este tipo han sido objeto de 
consideración por los órganos de vigilancia en muchas 
ocasiones. 

Es de esperar que los órganos de supervisión de la OIT 
den seguimiento a la implementación del Artículo 16 (y 
de otros artículos con amplias limitaciones) de una ma- 
nera que mantenga la filosofía y principios fundamenta- 
les del Convenio con respecto a la participación y el res- 
peto por los derechos humanos fundamentales de los pue- 
blos indígenas y tribales.22La Comisión de Expertos de la 
OIT ha mostrado considerable preocupación por el des- 
alojo de pueblos indígenas de tierras ancestrales en una 
serie de observaciones dirigidas a los gobiernos. 

En 1995, solicitó información de Bolivia sobre proce- 
dimientos o disposiciones legales relacionados con la 
reubicación de la comunidad yuquí, debido a la presen- 
cia de trabajadores forestales que amenazaban sus vidas 
(solicitud directa, 1995, párrafo 20). En una solicitud di- 
recta a Colombia en 1995, la Comisión pidió información 
sobre medidas adoptadas o visualizadas para facilitar el 
regreso de pueblos indígenas forzados a abandonar sus 
tierras debido a terremotos y avalanchas y por colonos 

22 El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales que vigila el 
Pacto Internacional sobre dichos derechos ha adoptado dos Observa- 
ciones Generales relacionadas con el desalojo forzoso de  los pueblos: la 
Observación General 4, sobre el derecho a una vivienda adecuada, y la 
Observación General 7, sobre Desalojos Forzosos. Estas observaciones 
demuestran el emergente derecho internacional en relación con el de- 
salojo que debe ser tomado en cuenta por 13s Comités de  la OIT. 
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que se apoderan de ellas (solicitud directa, 1995 bis, pá- 
rrafo 24). 

En un comentario hecho a Costa Rica en 1996, la Co- 
misión solicitó información sobre la situación con "res- 
pecto al traslado de poblaciones indígenas en virtud del 
hecho de que el Gobierno tiene potestad para explotar 
recursos que pertenecen a tierras indígenas, cuando es de 
su interés hacerlo". (Solicitud directa, 1996, párrafo 14). 
La Comisión también solicitó información a Paraguay 
sobre el traslado de comunidades indígenas desplazadas 
por la construcción de dos represas, y los mecanismos 
establecidos para pagar daños compensatorios por pérdi- 
das o lesiones y el monto de la compensación recibida por 
las comunidades afectadas (solicitud directa, 1996, párra- 
fo 11). 

En varias ocasiones, la Comisión de Expertos ha soli- 
citado información de la India (en relación con el Conve- 
nio No. 107), sobre el desalojo de pueblos tribales de las 
tierras que han ocupado tradicionalmente, como conse- 
cuencia del proyecto hidroeléctrico Cardar S a r o ~ a r . ~ ~  

111. EL SISTEMA DE LA OIT PARA LA VIGILANCIA 
DEL CONVENIO No. 169 

A la implementación del Convenio No. 169 se le da 
seguimiento por medio del sistema de supervisión nor- 
mal de la OIT para todos los convenios; no existe ningu- 
na fiscalización del Convenio No. 169 por separado. En 
este momento los órganos de vigilancia de la OIT super- 
visan más de 170 convenios de la OIT. Desarrollado du- 

23 Véase el Informe de  la Comisión de Expertos en Aplicación de  Conve- 
nios y Recomendaciones, Informe 111 (Parte lA),  Conferencia Interna- 
cional del Trabajo, R5a sesión, 1997, p.  307. 
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rante un período de setenta años, el sistema de vigilancia 
de la OIT se considera el más efectivo dentro del sistema 
de las NN.UU. 

El principal sistema de vigilancia es el sistema de pre- 
sentación de informes. La Constitución de la OIT dispone 
un sistema para la presentación de quejas. A veces, un 
representante de  la OTT tiene "contactos directos" con los 
estados en relación con dificultades específicas para la 
implementación de convenios. El resultado es un sistema 
de supervisión altamente respetado. La secretaría de la 
OIT (la "Oficina") brinda mayor apoyo para los comités 
de vigilancia que la Oficina del Alto Comisionado de los 
Derechos Humanos de las NN.UU. para la supervisión 
de los dos principales pactos internacionales de  derechos 
humanos y otros tratados de derechos humanos. 

A. Sistema de informes 

El principal sistema de vigilancia de la OIT es un sis- 
tema "periódico" de presentación de  informes y segui- 
miento de informes de los estados. Este sistema "regu- 
lar" consiste de la presentación de informes por estados 
ratificadores sobre la aplicación de  convenios con base en 
un cuestionario para informes adoptado para cada con- 
venio por el Consejo de Administración. El cuestionario 
para el Convenio 169 consiste de 11 páginas y hace pre- 
guntas específicas a los gobiernos con respecto a cada ar- 
tículo del Convenio. Los informes primero son estudia- 
dos por funcionarios de la OIT y luego por la Comisión 
de Expertos en Aplicación de Convenios y Recomenda- 
ciones de la organización. 

Los veinte miembros de esta Comisión, un Órgano cua- 
si-judicial que realiza una revisión técnica de los infor- 
mes de los estados ratificadores, son nominados por el 
Director General y nombrados por el Consejo de Admi- 
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nistración. Este sistema de nombramiento asegura una 
Comisión más independiente que el sistema usado por 
los estados para la elección de los miembros de las comi- 
siones que monitorean la aplicación de los dos principa- 
les pactos internacionales de derechos humanos. 

La Comisión prepara comentarios con base en la in- 
formación contenida en los informes (y otra información 
a su disposición) dirigidos a los estados ratificadores. La 
revisión por parte de la Comisión es un procedimiento 
confidencial, no abierto al público, pero se emite un in- 
forme anual que se pone a la disposición del público unos 
meses después de la reunión anual de la Comisión de 
Expertos (en diciembre de cada año). El informe publica- 
do incluye el texto completo de las ”Observaciones” y 
además menciona que en algunos casos se envían obser- 
vaciones adicionales a los gobiernos, conocidas como “so- 
licitudes directas’’ Estas solicitudes directas no se publi- 
can, pero son documentos públicos que pueden ser exa- 
minados en la sede de la OIT en Ginebra. Están disponi- 
bles también en un CD-ROM de ILOLEX, y se espera que 
en un futuro próximo estén disponibles en Internet. 

En la Conferencia Anual de la OIT celebrada cada mes 
de junio, la Comisión de Aplicación de Normas de la Con- 
ferencia (una comisión tripartita) realiza una discusión de 
asuntos particularmente serios planteados por la Comi- 
sión de Expertos, en una sesión pública a la cual se invi- 
tan los representantes del estado involucrado para con- 
testar preguntas. En su sesión realizada en 1995, la Comi- 
sión analizó en forma extensa la aplicación del Convenio 
No. 169 por parte de México. (Véase la Sección VII). 

Los primeros informes sobre la implementación de 
todos los Convenios, incluyendo el No. 169, deben pre- 
sentarse un año después de la entrada en vigor del Con- 
venio (un año después de su ratificación), y un segundo 
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informe dos años después del primero.24 En 1998, se soli- 
citó a todos los estados ratificadores la presentación de 
un informe periódico sobre el Convenio No. 169. 

Fechas en que se deben presentar los informes 
sobre el Convenio No. 169 

Primer informe detallado Un año después de la 
entrada en vigor del 
Convenio 

Segundo informe Dos años después del 
primer informe 

Informes posteriores Cada cinco años 

1998 Todos los estados que 
han ratificado el 
Convenio No. 169 deben 
presentar un informe 
periódico. 

Hasta el 1 de noviembre de 1997, la Comisión de Ex- 
pertos había examinado los primeros informes de Boli- 
via, Colombia, Costa Rica, México, Noruega y Paraguay; 
los segundos informes de Bolivia y Noruega y los infor- 
mes suplementarios presentados por México. El estudio 
del primer informe presentado por Perú en 1997 se sus- 
pendió, previa resolución de una reclamación relativa al 
Convenio No. 169 (ver más adelante, bajo Quejas). Todos 
los informes presentados por los gobiernos han sido lar- 
gos y cuidadosamente preparados. La Comisión ha he- 
cho Observaciones con respecto a la implementación en 
Bolivia, Colombia, México y Noruega, principalmente re- 

24 Véase el manual de  procedimientos relativos a convenios internaciona- 
les del trabajo y recomendaciones, párr. 33-41. 
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conociendo la información recibida y mencionando que 
solicitudes directas se han hecho a los gobiernos relativas 
a artículos específicos del Convenio. En los cuatro casos 
mencionados, así también como para Costa Rica y Para- 
guay, se han hecho solicitudes directas largas (de 3 a 5 
páginas en la mayoría de  los casos, nueve páginas para 
Colombia) a los gobiernos de información adicional so- 
bre artículos específicos del Convenio. Algunas de estas 
solicitudes directas han sido reportadas en la sección an- 
terior. 

Como se ha mencionado el Convenio No. 107 de la 
OIT sigue vigente para los estados que lo han ratificado 
pero que no han ratificado el Convenio No. 169. La Comi- 
sión de Expertos sigue dirigiendo observaciones directas 
a aquellos estados con respecto a su implementación del 
Convenio.25 

B. Quejas y reclamaciones 

La Constitución de la OIT establece que se pueden 
presentar "quejas" y "reclamaciones" respecto a la no 
aplicación de  convenios que han sido ratificados. Las 
"quejas" en relación con el incumplimiento de  un estado 
pueden ser presentadas por otros estados que también han 
ratificado el convenio en cuestión y por delegados a la 
Conferencia Anual. El Consejo de Administración también 
puede presentar quejas (Artículo 26 de  la Constitución), 
y podrá nombrar una comisión de encuesta para darle 
seguimiento a una queja. 

25 En su informe de  1995 considerado por la Conferencia de 1996, la Co- 
misión de Expertos hizo observaciones a Argentina, Bangladesh, Bra- 
sil, la India y Panamá, relativas a la aplicación del Convenio No. 107. 
Además, hizo solicitudes directas relacionadas con el Convenio a 
Angola, Argentina, Bangladesh, Brasil, Ecuador, El Salvador, Guinea- 
Bissau, la India, Panamá y la República Arabe Siria. En su informe de 
1996 para la Conferencia de 1997, dirigió observaciones sobre el Conve- 
nio No. 107 a Brasii y la India, y solicitudes directas a Angola y la India. 

40 



La iItiliLación del Convenio N o .  169 de la O17 
para proteger los derechos de los pueblos indígenas 

Las "reclamaciones" que alegan el no cumplimiento 
de un convenio ratificado pueden ser presentadas por 
organizaciones profesionales de empleadores o de traba- 
jadores y, si no se recibiere una respuesta satisfactoria del 
gobierno en cuestión, el Consejo de Administración po- 
drá hacer pública la reclamación y, en su caso, la respues- 
ta recibida (Artículo 24 de la Constitución). 

En 1997, dos reclamaciones relacionadas con la no 
aplicación de las disposiciones del Convenio No. 169 fue- 
ron presentadas a la OIT por dos sindicatos, uno de Perú 
y otro de México. Nunca se han hecho reclamaciones con 
respecto a la aplicación del Convenio No. 107. Tanto Méxi- 
co como Perú han ratificado el Convenio No. 169 y el Con- 
sejo de Administración declaró que se podían recibir re- 
clamaciones en noviembre de 1997. La Confederación 
General de Trabajadores del Perú, en nombre de los gru- 
pos indígenas involucrados, presentó la reclamación con 
respecto a la conformidad del Perú con las disposiciones 
del Convenio en materia de derechos de tierra. Asimis- 
mo, la delegación Sindical, D-111-57, sección XI del Sindi- 
cato Nacional de Trabajadores de la Educación (SNTE), 
Educación Radial, de  México, presentó una reclamación, 
en nombre del los grupos indígenas involucrados, tam- 
bién en relación con la conformidad del estado con las 
disposiciones sobre derechos de tierra del Convenio. 

De acuerdo con el procedimiento normal, el Consejo 
de Administración ha establecido comisiones tripartitas 
para considerar estas reclamaciones. Dichas comisiones 
presentarán sus respectivos informes al Consejo de Ad- 
ministración, en los cuales describirán las medidas adop- 
tadas para examinar las reclamaciones y expondrán sus 
conclusiones y recomendaciones para las decisiones que 
debe tomar el Consejo de Administración. Luego los go- 
biernos involucrados serán invitados a ser representados 
durante la consideración del asunto por el Consejo de 
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Administración y éste decidirá si debe publicarse la re- 
clamación y cualquier declaración de respuesta, y notifi- 
cará a las asociaciones y gobiernos en cuestión.26 

La presentación de una reclamación contra el Perú 
suspende la consideración del primer informe de éste país 
por parte de la Comisión de Expertos de la OIT, el cual 
fue presentado en 1997. Si bien la presentación de recla- 
maciones resalta supuestos incumplimientos del Conve- 
nio, el resultado final -únicamente la publicación de los 
documentos involucrados- representa una sanción muy 
leve para lo que podría ser una violación seria del Conve- 
nio. Sin embargo, el procedimiento de reclamación debe- 
ría ser usado por organizaciones indígenas y tribales siem- 
pre que puedan encontrar un sindicato que esté dispues- 
to a actuar en nombre de las comunidades involucradas, 
puesto que constituye una de las pocas oportunidades 
disponibles para entablar un recurso ante una organiza- 
ción internacional con respecto a una violación de dere- 
chos indígenas. 

C .  El papel desempeñado por organizaciones de 
empleadores y trabajadores 

Tanto en el marco del sistema normal de vigilancia 
como de los procedimientos de reclamación, las organi- 
zaciones de empleadores y trabajadores pueden contri- 
buir a la implementación de convenios de la OIT. Repre- 
sentantes de dichas organizaciones son miembros de la 
Comisión de Expertos en Aplicación de Convenios de la 
Conferencia, y están habilitados bajo el Artículo 23 de la 
Constitución para enviar comentarios sobre los informes 
de los gobiernos directamente, si así lo desean, a la Ofici- 
na Internacional del Trabajo. Las ONG no laborales, tales 
como grupos indígenas u otros grupos vulnerables, aun- 

26 Véase Manual, nota 24, siiprn, párr. 74-75 
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que estén protegidas por convenios de la OIT, no pueden 
presentar quejas o reclamaciones por la violación de con- 
venios, pero sí puedefi proveer información a la OIT. 

Ahora bien, los pueblos indígenas a cuyo beneficio se 
orienta el Convenio No. 169 no son miembros de la OIT 
(ni de  otras organizaciones intergubernamentales), y no 
tienen participación directa como pueblos indígenas en 
dicha organización. 

Por otra parte, tampoco los individuos pueden hacer 
uso de los procedimientos para la presentación de quejas 
de la OIT. Al respecto, la Comisión de Expertos en Apli- 
cación de Convenios de la OIT recientemente informó que: 

El sistema de supervisión de  la OIT ha ganado amplio 
reconocimiento internacional por su eficiencia, pero 
podría mejorarse. Una cuestión que surge en este con- 
texto es si los mecanismos de vigilancia actuales de- 
berían abrirse a los individuos, que no es el caso en 
este momento .... A como están las cosas, no se puede 
prever la apertura del sistema a los individuos; ade- 
más, pueden trasmitir sus comentarios sobre la apli- 
cación de convenios que han sido ratificados a través 
de  organizaciones de  empleadores y trabajadores, que 
tienen el derecho a presentar sus observaciones para 
la consideración de los órganos de s ~ p e r v i s i ó n . ~ ~ .  . . 

IV. ASISTENCIA TÉCNICA DE LA OIT: EL CONVE- 
NIO No. 169 

La OIT, además de vigilar la aplicación del Convenio 
No. 169, ha brindado asistencia técnica relacionada con el 

27 Informe de  la Comisión de  Expertos en Aplicación de  Convenios y Re- 
comendaciones, Conferencia Jnteriiacional del Trabajo, S l a  Sesión, 1994, 
Informe IIIOart 4A)). 
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Convenio a estados y grupos. Con la ayuda de  DANIDA, 
la Agencia Danesa para el Desarrollo Internacional, se ha 
elaborado un proyecto sobre la promoción de  la ratifica- 
ción y aplicación del Convenio que implica colaboración 
estrecha entre funcionarios del Departamento de Normas 
Laborales (División para la Coordinación de Igualdad y 
Derechos Humanos) y el Departamento de  Políticas para 
el Desarrollo (Foca1 Point for Indigenous and Tribal 
Peoples Questions). Colaboraciones de este tipo entre 
departamentos con respecto a un convenio específico es 
poco usual dentro de la OIT y parece haber incrementado 
el interés en el Convenio considerablemente. Si bien la 
OIT ejecuta muchos programas de asistencia técnica que 
buscan tomar en cuenta las disposiciones de las normas 
de la OIT, generalmente no enfocan sobre la ratificación o 
promoción de un convenio en particular. 

Como un ejemplo de esta iniciativa de cooperación téc- 
nica, se menciona el Proyecto sobre la Promoción de los Dere- 
chos de Pueblos Indígenas y Tribales, que es administrado 
por dos personas de origen indígena y busca primeramen- 
te, aumentar la conciencia del trabajo de la OIT en el cam- 
po de los derechos de los pueblos indígenas y tribales, y 
seguidamente permitir a los pueblos indígenas y tribales 
mejorar la promoción de sus derechos dentro del contex- 
to de las normas de la OIT. El proyecto con duración de 
dos años, inscribe las principales áreas de concentración 
indígena del Sur y el Sudeste de Asia y el Sur de Africa, 
en donde pocos países han ratificado el Convenio. Para 
ello se organizan seminarios-talleres y la publicación de 
documentos que exponen su problemática y que contie- 
nen información básica sobre la OIT y el Convenio No. 
169. 

Uno de los resultados del Proyecto ha sido la publica- 
ción de dos ediciones de "Una Guía al Convenio No. 169 
de la OIT". Esta excelente monografía, de valor incalcula- 
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ble, ha sido de ayuda para funcionarios gubernamenta- 
les, organizaciones no gubernamentales y, especialmen- 
te, para pueblos indígenas. La introducción a la Guía ex- 
plica que es un esfuerzo conjunto y no de la OIT única- 
mente: 

Es el resultado de años de discusiones e intercambio 
con representantes indígenas, formuladores de políti- 
cas, activistas en derechos humanos, funcionarios gu- 
bernamentales y el personal de organismos interna- 
cionales. (Prefacio, Guía). 

La información está presentada de manera sencilla, en 
forma de respuestas a preguntas que se hacen con frecuen- 
cia. Hay casillas que contienen información sobre el Con- 
venio en relación con países específicos, y ejemplos de 
transparencias que se pueden usar para explicar el Con- 
venio. La existencia de la Guía ahora es bien conocida y 
actualmente la OIT recibe una cantidad considerable de 
solicitudes por ejemplares, particularmente de organiza- 
ciones indígenas. 

La OIT ha proporcionado asistencia a varios gobier- 
nos en relación con la ratificación del Convenio. Se orga- 
nizó un taller de capacitación en las Filipinas para el per- 
sonal de las oficinas centrales y de campo, a petición del 
Departamento de Trabajo y Empleo de dicho país. El ob- 
jetivo era evaluar la pertinencia del Convenio para los pue- 
blos indígenas de Filipinas y analizar la promoción y apli- 
cación del Convenio. La Federación Rusa ha solicitado 
ayuda de la OIT para la realización de un análisis de la 
legislación para los pueblos indígenas del norte del país, 
con base en el Convenio, y funcionarios de la OIT han 
atestiguado ante la Duma y ayudado a organizar una con- 
ferencia para movilizar asistencia para el Gobierno. 

45 



Instituto Interamericano de Derechos Humanos 

Nuevamente con la ayuda de DANIDA, la OIT inició 
el proyecto de cooperación técnica, "Pueblos Indígenas y 
Tribales: Combate a la Pobreza y Democratización", en 
Guatemala y las Filipinas en 1995. El objetivo del proyec- 
to es ayudar a organizaciones indígenas y grupos de apo- 
yo a fortalecer su capacidad para participar en trabajos 
relacionados con el desarrollo y defender sus puntos de 
vista en actividades relacionadas con la paz (en Guate- 
mala). Hasta el momento el proyecto ha organizado va- 
rios talleres de capacitación y de otra índole sobre temas 
como tierras, agrarias, el idioma, educación, tecnología y 
espiritualidad. En Guatemala el proyecto ha trabajado en 
estrecha colaboración con la Coordinadora de Pueblos 
Mayas de Guatemala (COPMAGUA), la entidad designa- 
da en la parte del Acuerdo de  Paz relacionada con los 
asuntos indígenas a seleccionar los miembros indígenas 
para las mesas paritarias. (Véase la sección sobre Guate- 
mala). Una evaluación interna del proyecto ha destacado 
los logros, pero también mencionó la necesidad de poner 
mayor énfasis en temas de género en el futuro. 

En este momento la OIT también brinda asistencia téc- 
nica al Programa Legal para Pueblos Indígenas en las Tie- 
rras Bajas de Bolivia en el contexto de la aplicación del 
Convenio No. 169. Asimismo, ha participado activamen- 
te en las discusiones en torno a los programas indígenas 
y de desarrollo del Banco Mundial, el Banco Asiático de 
Desarrollo y el Banco Interamericano de Desarrollo. 

Un amplio programa de cooperación técnica llamado 
INDISCO (Autosuficiencia de Comunidades Indígenas y 
Tribales a través de Cooperativas y Otras Organizaciones 
de Autoayuda) se ejecuta mediante colaboración entre la 
OIT y DANIDA.28 Se han ejecutado una serie de proyec- 

28 Véase INDISCO, Sexto Informe de  Avance, enero-diciembre de  1996, y 
Plan de  Trabajo, enero de  1997-diciembre de 1997, Organización Inter- 
nacional del Trabajo, Agencia Danesa para el Desarrollo Internacional 
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tos para ayudar a pueblos indígenas y tribales en la In- 
dia, las Filipinas, América Central y Vietnam. 

En la actualidad la OIT desarrolla indicadores para 
ayudar la organización a evaluar el éxito de estos progra- 
mas de asistencia técnica para promover los derechos de 
pueblos indígenas y tribales. 

v. LAS MUJERES I N D ~ G E N A S  Y EL CONVENIO 
No. 169 

Las mujeres indígenas enfrentan problemas especia- 
les. Tal y como se resaltó en la Conferencia de Mujeres 
celebrada en Beijing, ellas están sujetas a un doble prejui- 
cio: uno por su condición de mujer y otro por ser indíge- 
nas. Comparten con otras mujeres -indígenas y no indí- 
genas- dificultades derivadas de su género: discrimina- 
ción en el campo del empleo, violencia doméstica, la falta 
de atención a sus problemas de salud, la feminización de 
la pobreza, el desernpoderarniento, la falta de acceso a re- 
cursos económicos, y el hostigamiento sexual. 

Además, mientras están sujetas a la discriminación 
contra los pueblos indígenas por parte de las comunida- 
des mayoritarias, a veces también son objeto de discrimi- 
nación como mujeres dentro de sus propias comunida- 
des. El caso de Sandra Lovelace, quien perdió su condi- 
ción de indígena en Canadá después de casarse con un 
hombre no indígena, atrajo atención internacional cuan- 
do ella presentó su caso al Comité de Derechos Humanos 
de la NN.UU. bajo el Protocolo Facultativo al Pacto Inter- 
nacional de Derechos Civiles y P o l í t i ~ o s . ~ ~  Un hombre in- 

29 Comité de  Derechos Humanos, Decisiones Seleccionadas bajo el i'roto- 
colo Facultativo, 83, U N. Doc. CCPR/C/OP/l ,  83-87 (1985), Informe 
del Comité de  Derechos Humanos, 36 U.N. GAOR Supp. (No. 40) 166, 
[J.N. Doc. A/36/40 (1981). 1,ovriace había nacido en un grupo indíge- 
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dígena no perdió su condición de indígena después de 
casarse con una mujer no indígena.3o 

En vista de la importancia del tema de la discrimina- 
ción contra mujeres indígenas y tribales por razones de 
género, esta sección del informe analiza el tema de dicha 
discriminación -y los esfuerzos internacionales por com- 
batirla- en un marco más amplio que el Convenio No. 169 
de la OIT. 

A. La Conferencia de Beijing 

Como preparación para la Cuarta Conferencia Mun- 
dial sobre la Mujer, realizada en Beijing en 1995, 71 orga- 
nizaciones indígenas contribuyeron a la elaboración de la 
Declaración de Beijing sobre los Derechos de la Mujer In- 
dígena y la presentaron en el Foro de las ONG.31 La Con- 
ferencia oficial no analizó a fondo los problemas de la 
mujer indígena, aunque sí los mencionó en varias seccio- 
nes del informe fina1.32En el párrafo 32 de la sección so- 

30 

31 

32 
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na en Canadá; ante el Comité de Derechos Humanos impugnó la sec- 
ción 12 (1) (b9) de  la Indian Act de  Canadá que negaba la condición de  
indígena a cualquier mujer indígena que se casaba con un hombre no 
indígena. No se le negaba esa condición a un hombre indígena que se 
casaba con una mujer no indígena. 

E l  caso Lovelace plantea cuestiones que van más allá de las de  género - 
a saber, el derecho de  una comunidad indígena a determinar su propia 
membresía. Véase la discusión a continuación en el texto relacionado 
con los Artículos 3 y 5 del Convenio No. 169. 

"Con base en la experiencia adquirida en su trabajo diario, y en sus 
organizaciones locales y nacionales, las mujeres formularon propues- 
tas concretas dentro del marco del Acuerdo de  la OIT [sic] No. 169, la 
Década de  los Pueblos Indígenas, la Declaración Universal de Derechos 
Humanos y otros documentos internacionales", Grumin, publicación in- 
ternacional del Grupo para la Educación de  Mujeres Indígenas Grumin, 
Internacional No. 3, julio de  1996, Av. Heitor Beltrao, 71, Tijuca, Rio de  
Janeiro, Brasil. 

informe de  la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer, Beijing, del 4 
al 15 de  setiembre de 1995, A/CONF 177/20, 17 de octubre de 1995 



La utili7ación del Convenio N o  169 de la OIT 
para proteger los derechos de  los pueblos indígeiias 

bre el Contexto Mundial de la Plataforma de Acción, se 
señaló que: 

El pasado decenio ha presenciado también un recono- 
cimiento cada vez mayor de los intereses y las pre- 
ocupaciones propios de la mujer indígena, cuya iden- 
tidad, tradiciones culturales y formas de organización 
social mejoran y fortalecen las comunidades en que 
vive. Con frecuencia la mujer indígena enfrenta ba- 
rreras tanto por su condición de mujer como por ser 
miembro de comunidades indígenas. 

También el párrafo 116 del Informe destaca que ”al- 
gunos grupos de mujeres, como las que pertenecen a gru- 
pos minoritarios, las indígenas.. .son también particular- 
mente vulnerables a la violencia”. El Objetivo Estratégico 
A.l, que versa sobre las mujeres que viven en pobreza, 
destacó como una de las acciones que deben realizar los 
gobiernos: 

(4) ... medidas especiales para promover y fortalecer 
políticas y programas para las mujeres indígenas que 
permitan su  plena participación y en los que se respe- 
te su diversidad cultural, de manera que tengan opor- 
tunidad y posibilidades de elección en los procesos 
de desarrollo a fin de erradicar la pobreza que las afec- 
ta. (Párr. 58)  

En ese orden de ideas, se debe hacer énfasis porque 
las mujeres indígenas están sujetas a los problemas co- 
munes a todas las mujeres, pero también su  situación se 
agrava porque pertenecen a un grupo vulnerable. Los de- 
legados en Beijing recomendaron a los gobiernos 

Considerar la posibilidad de ratificar el Convenio No. 
169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) 
como parte de los esfuerzos encaminados a promover 
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y proteger los derechos de las poblaciones indíge- 
nas. 

B. El Convenio No. 169 

El Convenio No. 169 contiene varias referencias a te- 
mas relacionados con el género. El principal artículo que 
versa sobre la discriminación es el No. 3, el cual establece 
que: 

1. Los pueblos indígenas y tribales deberán gozar ple- 
namente de los derechos humanos y libertades fun- 
damentales, sin obstáculos ni discriminación. Las dis- 
posiciones de este Convenio se aplicarán sin discrimi- 
nación a los hombres y mujeres de esos pueblos. 

Es posible que exista discriminación contra las muje- 
res dentro de algunos grupos indígenas, tal y como lo evi- 
dencia el caso de la Sra. Lovelace en Canadá. Asimismo, 
podría surgir un conflicto entre las disposiciones de los 
Artículos 3 y 5 sobre el respeto por la cultura indígena en 
cuanto al derecho de  un grupo indígena o tribal a definir 
su propia membresía de una manera que discrimine con- 
tra las mujeres. El Artículo 5 del Convenio 169 versa so- 
bre el respeto por los valores y prácticas de culturas indí- 
genas: 

Al aplicar las disposiciones del presente Convenio: 

a) deberán reconocerse y protegerse los valores y prác- 
ticas sociales, culturales, religiosos y espirituales pro- 
pios de dichos pueblos . . . b) deberá respetarse la inte- 
gridad de los valores, prácticas e instituciones de esos 
pueblos.. . (destacado de la autora) 

Es de presumir que las disposiciones del Artículo 3 
prevalecerían sobre el Artículo 5, ya que el primero incor- 
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pora normas sobre la no discriminación relacionadas con 
derechos humanos fundamentales. Además, el Artículo 
8(2) del Convenio establece que: "Dichos pueblos debe- 
rán tener el derecho de conservar sus costumbres e insti- 
tuciones propias, siempre que éstas no sean incompatibles con 
los derechos fundamentales definidos por el sistema jurídico 
nacional ni con los derechos humanos internacionalmente re- 
conocidos. (destacado de la autora.) Las limitaciones con- 
tenidas en la última cláusula han sido criticadas por or- 
ganizaciones indígenas, que consideran que pueden ser 
utilizadas para violar la autodeterminación de grupos in- 
dígenas .33 

El Artículo 20 (3) (d) del Convenio No. 169, que versa 
sobre la Contratación y Condiciones de Empleo, estable- 
ce que: 

(Las medidas adoptadas deberán en particular garan- 
tizar que:) los trabajadores pertenecientes a estos pue- 
blos gocen de igualdad de oportunidades y de  trato 
para hombres y mujeres en el empleo y de protección 
contra el hostigamiento sexual. 

Aparentemente, esta es la única referencia al hostiga- 
miento sexual en un convenio internacional. El Proyecto 
de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pue- 
blos Indígenas establece que el Estado ha de  asegurar que 
los trabajadores indígenas "no estén sometidos a hostiga- 
miento racial, sexual o de cualquier otro tipo". (Artículo 
XIX (c) (ii)). La Convención sobre la Eliminación de  To- 
das las Formas de  Discriminación contra la Mujer -adop- 

33 "Los pueblos indígenas consideran que la inclusión de esta frase sim- 
plemente refuerza ia noción de  asimilación y es una burla de  la aparen- 
te aceptación de la autodeterminación", Aliston Humphry, "An 
Oppor tuni ty  Iost for Aboriginal Self-determination: Australia 's  
compliance with 1LO 169". E l a w ,  Murdoch University SchooI of Law, 
PO Rox 1014, Canning Vale, Western Australia, 6155. 
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tada en 1979, cuando había poco interés en este tema- no 
hace ninguna referencia al hostigamiento sexual. 

Es así que el artículo 25 del Convenio No. 169, refe- 
rente a la salud, es importante para las mujeres indíge- 
nas: primero, porque los problemas de salud de los indí- 
genas son deplorables en casi todos los países; y, segun- 
do, porque las mujeres tienen problemas de salud espe- 
ciales. 

En 1996, el Grupo de Trabajo de las NN.UU. sobre 
Poblaciones Indígenas examinó los problemas de salud 
de los pueblos indígenas. La secretaría de las NN.UU. pre- 
paró un nota que esbozó los problemas de salud más se- 
rios enfrentados por los pueblos indígenas alrededor del 
mundo. Hizo referencia a una tasa de mortalidad infantil 
más alta, una expectativa de vida más baja y mayores ín- 
dices de morbilidad y enfermedad crónica entre los pue- 
blos indígenas, en comparación con el resto de la pobla- 
ción en sociedades nacionales -incluyendo países ricos. 
Varios grupos indígenas intervinieron en la discusión para 
ilustrar los comentarios generales hechos en la nota de la 
secretaría, pero era notable la falta de una referencia a los 
problemas de salud específicos de las mujeres. 

Según se informó, el Parlamento Indígena de las Amé- 
ricas fue el único que hizo comentarios sobre problemas 
de salud relacionados con las mujeres: 

El perfil de salud de la mujer indígena promedio es 
alarmante, principalmente debido a las enfermedades 
mencionadas arriba entre estos (polio, sarampión, he- 
patitis B, enfermedades tropicales, malaria, tifoidea) 
combinadas con los problemas asociados con sus fun- 
ciones reproductivas (p. ej. embarazo precoz, compli- 
caciones relacionadas con el embarazo y el parto, ane- 
mia por deficiencia de hierro), otros problemas de sa- 
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lud mental (p. ej. abuso sexual y violencia doméstica), 
y problemas asociados con s u  trabajo en la agricultu- 
ra, el sector informal o de servicios, o la industria.34 

Rebecca Cook ha escrito extensamente sobre la salud 
de las mujeres y los derechos humanos, enfatizando los 
problemas de salud que son de particular relevancia para 
las mujeres: el embarazo relacionado con desventajas 
como la exclusión de la educación o empleo, prácticas tra- 
dicionales que afectan la salud de  las mujeres, la muerte 
por causas relacionadas con el embarazo, la violencia do- 
méstica, e información relativa a la salud r e p r o d ~ c t i v a . ~ ~  
Puede ser que los Estados pongan atención a estos pro- 
blemas en la medida en que afecten a la mayoría de la 
población, pero no consideran que afecten a mujeres in- 
dígenas. El artículo 25 del Convenio No. 169 estipula que 
los servicios de salud deberán organizarse a nivel comu- 
nitario y planearse y administrarse en cooperación con 
los pueblos interesados; las mujeres indígenas deben re- 
ferirse al artículo 25 en sus demandas por servicios de 
salud adecuados. 

C. Proyecto de Declaración de las NN.UU. 

El Proyecto de Declaración de las NN.UU. sobre los 
Derechos de los Pueblos Indígenas es discreto con respecto 
a temas de género. El artículo 22 dispone que “se prestará 
particular atención a los derechos y necesidades especia- 
les de ancianos, mujeres, jóvenes, niños e impedidos indí- 
genas”. Este artículo es poco usual en el contexto actual 
del énfasis sobre la potenciación de la mujer. Colocar a 
las mujeres en la misma categoría que los ancianos, los 

34 

3.5 

E/CN.4/Sub.Z/AC.4/1996/3/Add.l, 12 d e  junio de 1996, p .  11, párr. 3. 

Rebecca Cook, Hwrian Rights in relatiun to Wonien’s Heriltli, Organiza- 
ción MundiaI de la Salud, WHO/DGH/93.1,  1993. 
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niños y los impedidos, evoca la era en que se promulgó 
legislación para proteger a las mujeres -legislación que 
en la actualidad es considerada por los países desarrolla- 
dos como una de las causas de la institucionalización de 
la discriminación contra las mujeres. Sin embargo, puede 
que las comunidades indígenas consideren que dicha le- 
gislación sigue siendo importante para las mujeres y será 
interesante escuchar a sus representantes desarrollar este 
tema en futuras discusiones. 

El artículo 43 del Proyecto de Declaración establece 
que ”todos los derechos y libertades reconocidos en la 
presente Declaración se garantizan por igual al hombre y 
a la mujer indígenas”. Este breve artículo no estaba con- 
templado en el borrador del Proyecto de Declaración de 
1993, preparado por el Grupo de Trabajo. Aparentemente 
se adoptó debido a los esfuerzos de  cabildeo de la dele- 
gación canadiense, la cual además presentó la enmienda 
que dio lugar a la disposición comparable en el artículo 
3(1) del Convenio No. 169.36 

El Plan de Acción Mundial adoptado por la Segunda 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre los Asentamien- 

36 “Dado que el principio de igualdad de  género no es universalmente 
aceptado, se consultó a un grupo d e  líderes indígenas de  diferentes re- 
giones geográficas sobre la propuesta canadiense y su lenguaje. Sin ex- 
cepción, todos respondieron positivamente, si bien algunos (con dis- 
culpas) se abstuvieron de  apoyarla públicamente. Como consecuencia, 
la resistencia de un número reducido de representantes indígenas (in- 
cluyendo algunos de Canadá) fue vaga y no recibió apoyo”, tomado de  
B. Denis Marantz, “Issues affecting the Rights of Indigenous Peoples in 
International Fora”, en People or Peoples; Eqiiolity, Azitonomy and Seíf- 
Determination: The lsciies at Stake o j  the lnternotional Decade o j t h e  Worid’c 
Indigenozis Peciple, 1996, International Centre for Human Rights and 
Democratic Development, Montreal, 1996, pp  62-63. Iiussell Barsh ha 
notado que los pueblos indígenas sintieron que Canadá estaba explo- 
tando el tema de g h e r o  y estaban muy resentidos (carta a la autora, 16 
de junio de  1 Y Y 7 )  Véase también artículo de Barsh en: International 
loiirnol [$ Ciiriodinii Stiidies, vol. 12, (Autunin 1995) y en: Natiue Stzidies 
Rrriierii, Vol. 10, No. 2 (1995). 

54 



La utili~acióii del Convenio N« 16Y de la OIT 
para proteger 10s derechos de  los pueblos iiidígeiiab 

tos Humanos (Estambul, del 3 al 14  de junio de 1996) in- 
cluyó una importante disposición relativa a la mujer in- 
dígena: 

Para promover la igualdad de acceso a servicios en 
asentamientos humanos y la provisión justa y equita- 
tiva de éstos, los Gobiernos al nivel apropiado, inclu- 
yendo las autoridades locales, deberán ....( c) Integrar 
a las mujeres indígenas, sus perspectivas y conoci- 
miento, en igualdad de condiciones con los hombres, 
en la toma de decisiones con respecto a asentamientos 
humanos, incluyendo el manejo de recursos sosteni- 
bles y el desarrollo de políticas y programas para el 
desarrollo sostenible, incluyendo en particular aque- 
llos diseñados para abordar y prevenir la degradación 
ambiental de la tierra.37 

No solamente los principales instrumentos internacio- 
nales sobre derechos indígenas, ya adoptados o en proce- 
so de adopción, contienen pocas referencias a género, sino 
que tampoco hay muchas referencias a temas de género, 
aparte de referencias al caso Lovelace, en la mayoría de 
los escritos actuales sobre los acontecimientos internacio- 
nales en relación con los pueblos indígenas.38 

37 Extractos del Programa de Hábitat, el Plan de  Acción Mundial Adopta- 
d o  por la Segunda Conferencia de  las Naciones Unidas sobre los 
Asentamientos Humanos, la Comisión de  Derechos Humanos, la Cub- 
comisión de  Prevención de Discriminaciones y Protección a las Mino- 
rías, Grupo de  Trabajo sobre Poblaciones Indígenas, E/CN.4/Sub.2/ 
AC.4/1996/CRP.I, del 22 de julio de 1996. Estos extractos contienen 
además una serie de otras disposiciones relacionadas con pueblos indí- 
genas. 

38 El libro de James Anaya, Indigenoils Peoples in Iilternutional Liizo, op. cit., 
que en otros aspectos es excelente, no contiene referencias en el índice a 
mujeres, sexo o discriminación por razones de  género. Contieiie varias 
referencias breves al caso Lovelace, pero 110 aborda asuntos más geiie- 
rales relacionados con las mujeres indigenas. 
Una excepción notable a esta falta de referencia a mujeres indígenas 
son los escritos de Diane Be11 sobre la reforma legislativa en Australia. 
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Sin embargo, un grupo de mujeres indígenas compe- 
tentes ha participado en el Grupo de Trabajo sobre Pue- 
blos Indígenas, y Rigoberta Menchú Tum, de Guatemala, 
entre ellas y Premio Nobel de la Paz, es la persona indíge- 
na mejor conocida. Es de suponer que las mujeres indíge- 
nas que colaboraron en la redacción de los instrumentos 
internacionales pensaban que los problemas centrales que 
enfrentaban los indígenas eran la autodeterminación, los 
derechos sobre la tierra, el respeto por su cultura y segu- 
ridad, y que estos temas eran igualmente cruciales para 
la mujer y el hombre indígena. 

D. Las mujeres indígenas en Guatemala: 
un ejemplo 

La situación de las mujeres indígenas en Guatemala 
ofrece un ejemplo conmovedor de la discriminación do- 
ble -señalada en Beijing- que enfrentan las mujeres indí- 
genas por su  condición de mujer y por ser indígenas.39 
Aproximadamente el 50% de la población de Guatemala 

Be11 informa que los esfuerzos para prevenir la discriminación contra 
los aborígenes en Australia a veces han tenido más éxito que los esfuer- 
zos por prevenir la discriminación contra las mujeres, particularmente 
las mujeres aborígenes: 
Con respecto a la atención que atraerán sus alegaciones de maltrato, los 
aborígenes tienen mayor suerte que las mujeres. Llamar a un aborigen 
"coon" o negarle servicio en un hotel constituye un insulto racista, pero 
no es tan profundamente ofensivo bajo la ley llamar a una mujer abori- 
gen "black slut." Al enfocar más sobre las mujeres, y más específicamente 
sobre las mujeres aborígenes, se hace evidente que las características 
de raza y género ocupan un espacio diferente en la jerarquía de compa- 
sión, y que existe un cociente más grande de vergüenza disponible para 
ser explotado por los indígenas que por las mujeres. 
Diane Bell, "Considering Gender: Are Human Rights for Women, Too? 
An Australian Case" en Abdullahi An-Na'in, Htiman Rights in Cross- 
Culb~irul Perspecbives, University of Pennsylvania Press, 1992. 

39 La información relacionada con las mujeres en Guatemala es tomada 
de Tania Falencia Prado, David Holiday, "Towards a New Role for Ci- 
vil Cociety in the Democratization of Guatemala", International Centre 
for Human Rights dnd Democratic DeveIopment, 1996, Montreal. 
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ha sido clasificada como "indígena", mayormente maya. 
Numerosos estudios han demostrado la posición inferior 
del indígena en Guatemala en comparación con la condi- 
ción del 40% de ladinos. Los indígenas son pobres, po- 
seen sólo el 10% de la tierra cultivable, y su estado de 
salud es muy inferior al de la población ladina. 

Se estima que aproximadamente el setenta por ciento 
(70%) de las mujeres mayas son analfabetas; en ciertas 
áreas del Occidente el porcentaje es hasta del 90°/~.40Los 
programas educativos para mujeres se limitan casi exclu- 
sivamente a aspectos relacionados con su capacidad 
reproductiva. Las mujeres mayas dan a luz el 70% de los 
niños nacidos en Guatemala y tienen el porcentaje más 
alto de  morbilidad y mortalidad, causadas por embarazo 
precoz, mala nutrición y condiciones sanitarias inadecua- 
das relacionadas con el embarazo y el aborto. Francisco 
Cali, Coordinador de Asuntos Indígenas del Centro de 
Acción Legal y de Derechos Humanos, afirma que, aun- 
que el acoso sexual es un delito bajo el derecho penal, poco 
se hace para hacer cumplir la ley.41 La situación de la mujer 
indígena en Guatemala no es Única, sino que es comparti- 
da por mujeres indígenas en muchos otros países. 

El Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pue- 
blos Indígenas, firmado en marzo de 1995 entre el Go- 
bierno de  Guatemala y la Unidad Revolucionaria Nacio- 
nal Guatemalteca (URNG) (y descrito en la siguiente sec- 
ción de  este documento sobre Guatemala) incluye dispo- 
siciones sobre los derechos de las mujeres indígenas de  
Guatemala. En el Acuerdo se reconoce "la particular vul- 
nerabilidad e indefensión de  la mujer indígena frente a la 

40 Id 

41 Entrevista con Cali, realizada por Bernard Duhaime y Marc Porret, 
International Centre for Human Rights and Democratic Development, 
Montreal, Canadá, 24 de junio de  1996. 
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doble discriminación como mujer y como indígena”. En 
el Acuerdo, el Gobierno se comprometió a 

a) Promover una legislación que tipifique el acoso 
sexual como delito y considere como un agravante en 
la definición de la sanción de  los delitos sexuales el 
que haya sido cometido contra una mujer indígena; 

b) Crear una Defensoría de la Mujer Indígena, con su  
participación, que incluya servicios de asesoría jurí- 
dica y servicio social; y 

c) Promover la divulgación y fiel cumplimiento de la 
Convención sobre la Eliminación de  Todas las Formas 
de Discriminación contra la Mujer. (Sección II(B)).42 

En la misma sección ”se insta a los medios de comuni- 
cación y organizaciones de  promoción de los derechos 
humanos a cooperar en el logro de los objetivos del pre- 
sente literal”. La sección IV(F)(9)(g) dispone que el Go- 
bierno se compromete a ”Eliminar cualquier forma de 
discriminación de hecho o legal contra la mujer en cuanto 
a facilitar el acceso a la tierra, a la vivienda, a créditos y a 
participar en los proyectos de desarrollo”. 

El Acuerdo sobre Identidad y Derechos de los Pue- 
blos Indígenas se  inspiró en gran medida en el Convenio 
No. 169 y las negociaciones que resultaron en su firma 
fueron moderadas por un representante de la OIT. Las 
disposiciones del Acuerdo sobre mujeres indígenas vie- 
nen a complementar las pocas disposiciones explícitas 
sobre género en el Convenio No. 169. 

42 Carta con fecha del 5 d e  abril d e  1995 del Secretario General al Presi- 
dente de la Asamblea General y al Presidente del Consejo d e  Seguri- 
dad,  con la cual se remitió el Acuerdo sobre Identidad y Derechos d e  
los Pueblos Indígenas, Guatemala, A/49/882/~/1995/256,  10 d e  abriI 
d r  1Y95 
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E. Sensibilidad cultural y temas relacionados con 
la mujer 

Los temas relacionados con el género son delicados 
en todas las culturas y las personas ajenas a una cultura 
muchas veces no son muy sensibles al observar lo que 
consideran como abusos. Algunos grupos feministas del 
Norte y el Occidente han sido criticados por una falta de 
comprensión y sensibilidad hacia otras culturas en su cam- 
paña por lograr la potenciación de  la mujer. En relación 
con la decisión en el caso Lovelace, Maivan Clech Lam 
escribió, 

[Vlarios académicos, particularmente del mundo de 
la mujer no occidental, han planteado unos puntos im- 
portantes. Primero, que la representación de la teoría 
y la práctica de la igualdad y la desigualdad d e  cual- 
quier sociedad está cultiiralmente sesgada, de ahí la 
necesidad de desconstruirlas. Segundo, que el mejo- 
ramiento de  estas representaciones, cuando hacen 
daño a las mujeres, deben evitar la consecuencia de 
enajenar para siempre de  sus comunidades mujeres 
victimizadas. Tercero, dichos académicos sostienen 
que, sin negar los beneficios de  un diálogo intercul- 
tural, la discusión del mejoramiento de las condicio- 
nes de  las mujeres en países específicos debe ser guia- 
do por e involucrar plenamente a dichas mujeres, en 
sus diferentes a ~ t i v i d a d e s . ~ ~  

Las disposiciones sobre el respeto por la cultura en el 
Convenio No. 169 y sobre el papel de  los mismos pueblos 
indígenas en promover dicho respeto, son importantes en 
relación con los derechos de las mujeres indígenas. El ase- 
sor legal de la Academia de las Lenguas Mayas de  Guate- 
mala afirmó que, en su opinión, el Convenio No. 169 ha- 

43 Lam, op .  cit., p. 120 

59 



Instituto Interamericano de Derechos Humanos 

ría un gran aporte al debate en Guatemala sobre los dere- 
chos de las mujeres, particularmente en lo que se refiere 
al problema del abuso ~ e x u a l . ~ ~ S o n  las mismas mujeres 
indígenas quienes, con base en las disposiciones del Con- 
venio No. 169, en conjunto con las disposiciones de la 
Convención para la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer, decidirán cómo utilizar 
estos instrumentos para protegerse como mujeres y como 
pueblos indígenas. 

La misma OIT podría hacer más para llamar la aten- 
ción sobre las necesidades especiales de la mujer indíge- 
na. Una evaluación de un reciente proyecto de asistencia 
técnica de la OIT en encontró que el proyec- 
to no había prestado suficiente atención a los asuntos de 
género -una laguna que será corregida en futuras activi- 
dades del proyecto. Por otra parte, la importante Guía al ., 
Convenio No. 169 no contiene ninguna referencia a asun- 
tos relacionados con la mujer indígena. 

44 Entrevista con Raymundo Caz, 23 y 24 de julio de 1996, realizada por 
Bernard Duhaime y Marc Porret, International Centre for Human Rights 
and Democratic Development, Montreal, Canadá. Véase también la en- 
trevista de Francisco Cali, Centro de  Acción Legal y d e  Derechos Hu- 
manos, 24 de  junio de 1996, en que expresó la opinión de que las dispo- 
siciones del Artículo 20 (3) (d) sobre la igualdad de  trato para hombres 
y mujeres en el empleo sería Útil en Guatemala, puesto que a muchas 
mujeres les pagan menos que a los hombres. Señaló, además, que la 
referencia al hostigamiento sexual era importante en vista de  la prácti- 
ca de miembros del ejército cuando entraban a las comunidades indíge- 
nas. 

45 Proyecto Sobre Pueblos Indígenas y Tribales Combate a la Pobreza y 
Democratiracihi, findiiciado por DANIDA 
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VI. GUATEMALA: UN ESTUDIO DE CASO - 
EL CONVENIO NO. 169 Y EL ACUERDO 
DE PAZ DE GUATEMALA 

Guatemala ratificó el Convenio No. 169 el 5 de junio 
de 1996.46 Previo a su ratificación, fue discutido amplia- 
mente en el país, y sus disposiciones incidieron en aspec- 
tos de la sección del Acuerdo de Paz de Guatemala de  
1996 relativa a los pueblos indígenas. El conflicto que sur- 
gió en Guatemala con respecto a la ratificación del Con- 
venio pone en relieve la sensibilidad política de esfuer- 
zos por proteger a los pueblos indígenas por medio de 
instrumentos internacionales, especialmente en países con 
una población indígena numerosa. Fueron discutidas las 
implicaciones para la legislación y la práctica guatemal- 
tecas de ciertas disposiciones específicas del Convenio, y 
durante la consideración de  este se hicieron evidentes al- 
gunas limitaciones, así como problemas de lenguaje y con- 
ceptos. 

Esta sección está dedicada a un análisis de  la influen- 
cia inicial del Convenio en Guatemala, donde ha sido par- 
ticularmente relevante con respecto al proceso de  paz y 
donde la autora tuvo acceso a amplia i n f ~ r m a c i ó n . ~ ~  

46 Los primeros intentos dentro de las Naciones Unidas de documentar la 
vulnerabilidad de los pueblos indígenas fueron influidos por su situa- 
ción en Guatemala. La elaboración del estudio del Relator Martínez Cobo 
por parte de la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Pro- 
tección a la Minorías duró diez años y fue completado en 1983. Es am- 
pliamente reconocido el aporte sobresaliente que hizo a dicho informe 
el Dr. Agusto Willemsen Dias, de Guatemala, quien laboraba en ese tiem- 
po con la División de Derechos Humanos de las NN.UU., en Ginebra. 
Su sensibilidad ante los problemas de los grupos indígenas en Guate- 
mala, ypor ende en otros países, se refleja en el estudio. Actualmente el 
Dr. Willemsen Dias es el ombudsman en la Procuraduría de Derechos 
Humanos en Guatemala, y sigue trabajando en los asuntos indígenas 
en ese país. 

La autora obtuvo gran parte de la información contenida en esta sec- 
ción de Bernard Duhaime y Marc Porret, quienes estuvieron en julio y 
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A. Importancia política 

En razón de que alrededor del 50 por ciento de la po- 
blación de Guatemala está conformado por pueblos indí- 
genas (principalmente mayas), la ratificación del Conve- 
nio No. 169 fue un tema políticamente sensible. Su im- 
portancia política aumentó en 1995 con la firma del Acuer- 
do sobre Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas 
[en adelante “el Acuerdo”] entre el Gobierno de Guate- 
mala y la Unidad Revolucionaria Nacional Guatemalteca 
(URNG), como parte del proceso d e  p a c i f i c a ~ i ó n . ~ ~  El 
Acuerdo se inspiró en la filosofía y orientación general 
del Convenio, pero es más detallado que el Convenio y, 
como se comprenderá, se adapta más a la situación en 
Guatemala. La orientación fundamental del Convenio, es 
decir, la participación de los indígenas en todos los temas 
que les conciernen, también es la orientación básica del 
Acuerdo. 

Guatemala ha sido abatida por la violencia política du- 
rante muchas décadas. Según Roger Plant: 

A menudo se dice que las causas subyacentes del con- . 
flicto son, en parte, la denegación de  derechos básicos 
a los sectores más pobres de  la sociedad -en particu- 
lar los pueblos indígenas de  origen maya-, la distri- 

agosto de  1996 en Guatemala, en representación del International Cen- 
tre for Human Rights and Democratic Development, d e  Montreal, reco- 
pilando información relativa a la ratificación y el valor del Convenio 
No. 169. Los informes sobre las entrevistas que  realizaron con milita- 
res, representantes de  organizaciones indígenas, jueces, oficiales de  la 
OIT, representantes del sector empresarial y otros, proporcionan infor- 
mación valiosa sobre el proceso d e  ratificación y el impacto del Conve- 
nio No. 169 en Guatemala. El informe sobre su trabajo y las transcrip- 
ciones de  sus entrevistas están disponibles en el International Centre 
de  Montreal 

48 Asamblea General, documento del Consejo d e  Seguridad A/49/882; s /  
1995/256, 10  de  abril d e  199.5 
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bución sesgada de los recursos, incluida la tierra, y 
también la militarización de la sociedad rural a través 
de los años, que ha imposibilitado el ejercicio efectivo 
de la libertad de ~rganización.~’ 

Entre 1991 y 1996, que corresponde al período en que 
la ratificación del Convenio estuvo bajo consideración, 
tuvieron lugar importantes acontecimientos políticos en 
Guatemala: una intensificación del proceso de  pacifica- 
ción entre el Gobierno y la URNG; el intento de un golpe 
de estado y la elección de un nuevo Presidente; el acuer- 
do global sobre derechos humanos firmado en México en 
1994 entre el Gobierno y la URNG; la llegada oficial de 
MINUGUA en 199450; y la firma del Acuerdo sobre Iden- 
tidad y Derechos de los Pueblos Indígenas en marzo de 
1995. El proceso de ratificación del Convenio incidió en 
dichos acontecimientos y también fue influenciado por 
ellos. 

La ratificación del Convenio No. 169 desempeñó un 
papel protagónico en las conversaciones de paz y fue ob- 
jeto de mucha publicidad. Con frecuencia los argumen- 
tos en pro y en contra de la ratificación ocupaban los titu- 
lares de los periódicos. La posible ratificación se convir- 
tió en un tema de gran importancia política. 

49 Roger Plant, Rebuilding Civil Society: Rural Workers’ Organizations in 
Guatemala, p. 3 . ,  Departamento de Desarrollo y Cooperación Técnica, 
Oficina Internacional del Trabajo, Ginebra, 1995. Véase también Tania 
Palencia Prado, David Holiday, “Towards a New Role for Civil Society 
in the Democratization of Guatemala,” International Centre for Human 
Rights and Democratic Development, Montreal, 1996. 

La Misión de las Naciones Unidas para la verificación de derechos hu- 
manos en Guatemala y del cumplimiento de los compromisos asumi- 
dos en el acuerdo global sobre derechos humanos. 

50 
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B.  El debate previo a la ratificación 

En 1991, se inició una consulta a los pueblos mayas 
sobre la posible ratificación del Convenio, con autoriza- 
ción del Presidente en ejercicio, y bajo la coordinación del 
Ministro de Trabajo y el Consejo Mundial de Pueblos In- 
dígenas. A lo largo de 1991, se realizó una serie de talleres 
en diferentes partes del país para que los pueblos indíge- 
nas tuvieran oportunidad de discutir el Convenio. Al con- 
cluir los talleres, el presidente Serrano prometió pública- 
mente que el Poder Ejecutivo presionaría por la ratifica- 
ción del Convenio No. 169, y que lo presentaría al Con- 
greso para ratificación. Sin embargo, la ratificación no se 
logró sino hasta 1996. 

Después de haber realizado un estudio inicial de las 
disposiciones del Convenio en 1991, en 1992 los pueblos 
indígenas iniciaron una campaña para promover la ratifi- 
cación del Convenio. Si bien es cierto que varios pueblos 
indígenas participaron activamente en los esfuerzos por 
lograr la ratificación en 1992 y 1993, posteriormente se 
concentraron en promover sus derechos por medio de me- 
canismos constitucionales. No obstante, el apoyo de los 
grupos indígenas fue el elemento más importante para 
lograr su ratificación. 

Los importantes acontecimientos políticos que ocurrie- 
ron en 1993 y 1994 impidieron que el Congreso debatiera 
seriamente el Convenio durante ese período. En noviem- 
bre de 1994, la URNG, que aún no tenía personería jurídi- 
ca, instó al Congreso a que ratificara el Convenio. Los 
miembros del Congreso contestaron que no actuarían con 
base en la solicitud de una organización ilegal y que la ra- 
tificación no era requisito para la firma del acuerdo de paz. 

Conforme iban intensificándose los esfuerzos en fa- 
vor de la ratificación, algunas organizaciones de emplea- 
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dores y grupos dentro de las fuerzas armadas expresaron 
su oposición. Sostenían que la aplicación del Convenio 
podría conducir a mayores conflictos, sobre todo por las 
disposiciones que contenía relativas a la tierra y por la 
percepción de que el Convenio no era apropiado para 
Guatemala, ya que se alegaba que la intención era que se 
aplicara en países en que los pueblos indígenas consti- 
tuían una minoría, y no prácticamente una mayoría, como 
en Guatemala. Si bien es cierto que en los términos del 
Convenio se asume que será aplicado en un país en que 
los pueblos indígenas son una minoría, también parece 
que el Convenio es aplicable en un país en que los pue- 
blos indígenas constituyen la mayoría, pero una mayoría 
económicamente débil y sujeta a múltiples discriminacio- 
nes, como en el caso de Guatemala. El Acuerdo sobre Iden- 
tidad y Derechos de los Pueblos Indígenas afirma: 

Que los pueblos indígenas han sido particularmente 
sometidos a niveles de discriminación de hecho, ex- 
plotación e injusticia por su origen, cultura y lengua, 
y que, como muchos otros sectores de la colectividad 
nacional, padecen de tratos y condiciones desiguales 
e injustas por su condición económica y social, 

Que esta realidad histórica ha afectado y sigue afec- 
tando profundamente a dichos pueblos, negándoles 
el pleno ejercicio de sus derechos y participación polí- 
tica, y entorpeciendo la configuración de una unidad 
nacional que refleje, en su justa medida y con su pleni- 
tud de valores, la rica fisonomía plural de Guatema- 
la.. . (Preámbulo). 

C. Recusación constitucional 

Durante 1995, los miembros del Congreso dedicaron 
una cantidad considerable de tiempo y atención a temas 
relacionados con la ratificación del Convenio. En vista de 
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la diferencia de opiniones sobre la interpretación de va- 
rias disposiciones del Convenio, el Congreso decidió so- 
licitar a la Corte de Constitucionalidad que emitiera una 
opinión sobre la constitucionalidad del Convenio. En la 
opinión de los defensores del Convenio, dicha solicitud 
se hizo con el fin de demorar la ratificación, pero, des- 
pués de todo, la decisión de la Corte facilitó la ratifica- 
ción. Al opinar la Corte que el Convenio no contravenía 
la Constitución, se eliminó el argumento más fuerte en 
contra del Convenio. 

La opinión consultiva de la Corte abarcó muchos de 
los temas más controvertidos del Convenio: el significa- 
do del término ”pueblos” en el mismo y sus implicaciones 
con respecto a la autodeterminación y la posible división 
de Guatemala; si las disposiciones relativas a la tierra afec- 
tarían la situación existente de la tenencia de tierra; y si el 
Convenio prevalecería sobre la Constitución, en el marco 
legal de Guatemala. 

El Artículo 46 de la Constitución disponía que los tra- 
tados y convenios relativos a los derechos humanos pre- 
valecían en el derecho interno. Se temía que la aplicación 
de esta disposición en el caso del Convenio No. 169 po- 
dría prevalecer sobre la Constitución de Guatemala y 
convertirse en una constitución para los indígenas, y que 
en el resto del país regiría la Constitución. La Corte con- 
cluyó, sin embargo, que el Artículo 46 no aplicaba a la 
Constitución misma, y se refirió a otro artículo de la Cons- 
titución en que se da prioridad a la Constitución sobre los 
tratados. El concepto de “pueblos indígenas” parecía con- 
fuso en el contexto de Guatemala. La Constitución se re- 
fería a “comunidades indígenas” y la implicación del tér- 
mino “pueblos” no estaba clara. Al considerar el tema de 
la autodeterminación y el uso del término “pueblos” en 
el Convenio, la Corte se refirió a la interpretación de la 
autodeterminación que aparece en la Resolución 1514 de 
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la Asamblea General, es decir, que la autodeterminación 
aplicaba solamente en el caso de territorios no contiguos. 
Así, el uso del término "pueblos" en el Convenio no po- 
dría tener ningún efecto sobre la integridad territorial de  
Guatemala. La Corte no consideró interpretaciones más 
recientes de la autodeterminación, lo que podría haber 
dado origen a mayores dificultades. Dado que el Artículo 
l(3) del Convenio afirma que la utilización del término 
"pueblos" en el Convenio no deberá interpretarse en el 
sentido de  que tenga implicación alguna en lo que atañe 
a los derechos que pueda conferirse a dicho término en el 
derecho internacional, la Corte tenía libertad para llegar 
a sus propias conclusiones sobre su significado en el de- 
recho internacional. 

La Corte analizó ciertas disposiciones del Convenio 
relativas a la acción afirmativa para los indígenas, dere- 
chos de propiedad y la educación bilingüe, y decidió que 
coincidían con lo dispuesto en la Constitución. El Artícu- 
lo 28 del Convenio afirma que, siempre que sea viable, 
deberá enseñarse a los niños indígenas a leer y a escribir 
en su propia lengua indígena. Esta disposición había sido 
debatida porque algunas personas creían que impediría 
la asimilación de los indígenas y dificultaría su funciona- 
miento como ciudadanos plenos, ya que sus conocimien- 
tos de  la lengua española podrían quedar a un nivel rudi- 
mentario. La decisión de la Corte en el sentido de que la 
educación bilingüe estaba en concordancia con lo dispues- 
to en la Constitución restó mérito a este argumento. 

Las disposiciones del Convenio relativas a la tierra 
preocuparon a los grandes terratenientes de Guatemala, 
quienes temían que, de darse la ratificación, se utilizarían 
como justificación para realizar expropiaciones arbitrarias 
y tendrían un impacto serio sobre títulos de propiedad. 
Se temía que serían implementadas por medio de la refor- 
ma agraria y que afectarían los derechos adquiridos (títu- 
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los de propiedad obtenidos en el pasado). Se sugirió que 
el concepto de ”territorio indígena” contenido en el Con- 
venio no se debía aplicar en Guatemala. Las tierras de los 
mayas se habían conquistado siglos atrás, durante la con- 
quista. Se decía que intentar cambiar los derechos sobre 
la tierra ahora causaría enormes problemas. Si los indíge- 
nas, o sea la mayoría de la población, intentaba reclamar 
las tierras ahora, habría divisiones y conflictos civiles. 

La Corte decidió que no se justificaban los temores de 
los terratenientes. Consideró que el requisito en el Con- 
venio (Artículo 13) de que ”los gobiernos deberán respe- 
tar la importancia especial que para las culturas y valores 
espirituales de los pueblos interesados reviste su  relación 
con las tierras o territorios” también era un asunto abar- 
cado por la Constitución, y que cualesquiera reclamos 
relativos a tierras indígenas deben estar en concordancia 
con la Constitución y respetar la propiedad privada. 

La Corte también señaló que el Convenio no era retro- 
activo y, por eso, no afectaría los derechos adquiridos. La 
preocupación sobre las disposiciones relativas a la tierra 
contenidas en el Convenio ha sido mitigada, también, por 
las disposiciones más detalladas sobre el tema en el Acuer- 
do, que se supone serán más importantes que las disposi- 
ciones generales del Convenio. 

D. Ratificación 

En junio de 1996, la OIT registró la ratificación del 
Convenio No. 169 por parte de  Guatemala, después de 
que el Convenio había sido objeto de estudio por parte 
del Gobierno de este país y las organizaciones indígenas 
durante seis años. Los debates sobre el Convenio en el 
seno del Congreso habían sido largos y serios, y las deci- 
siones de la Corte de Constitucionalidad habían sido de 
gran importancia para su posterior ratificación. 
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La OIT registró la ratificación con previa concidera- 
ción de que si la aceptación de la ratificación por el Con- 
greso contenía una reserva, la OIT no permite reservas a 
sus convenios. El Decreto 9-96 del Congreso, en que se 
aprobaba la ratificación, contenía un artículo preliminar 
que afirmaba que lo dispuesto en la Constitución preva- 
lecería sobre el Convenio, con base en la decisión de la 
Corte de Constitucionalidad sobre la implicación del Ar- 
tículo 46 de la Constitución. Surgió la cuestión de  si esto 
constituía una objeción inaceptable. La OIT decidió que, 
ya que actualmente no existía conflicto entre la Constitu- 
ción y el Convenio, como la Corte de Constitucionalidad 
había determinado, se podía registrar la ratificación. Si, 
en un futuro, las disposiciones de la Constitución fueran 
modificadas de tal manera que entraran en conflicto con 
el Convenio, la OIT se vería en la obligación de ignorar el 
intento de limitar la aplicación del Convenio, en virtud 
de la disposición contenida en el decreto, y sostener que 
Guatemala estaba obligada internacionalmente a aplicar 
el Convenio. La idea de negarse a registrar la ratificación, 
después de los largos y serios debates dentro de  Guate- 
mala, y su consideración por parte de la Corte de Constitu- 
cionalidad, parecía ser una solución inaceptable. La OIT 
minimizó la importancia de dicha situación hipotética y 
aceptó la ratificación con base en la realidad política ac- 
tual. 

E. Efectos de la ratificación 

La decisión de la Corte de Constitucionalidad pare- 
ciera sugerir que la ratificación del Convenio tendría po- 
cos efectos en Guatemala, ya que declaró que la mayoría 
de sus disposiciones ya estaban en concordancia con lo 
dispuesto en la Constitución. Sin embargo, varios comen- 
taristas han observado que las disposiciones del Conve- 
nio podrían influir de manera sustancial en la legislación 
y práctica de Guatemala. Algunas personas entrevistadas 
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por Duhaime y Porret en 1996, en Guatemala, considera- 
ban que el Convenio era una plataforma importante para 
profundizar el desarrollo de los derechos de los indíge- 
nas en Guatemala, pero opinaban que el Acuerdo sobre 
Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas era más 
relevante para la situación en Guatemala y conduciría a 
mejoras  específica^.^^ 

E El Acuerdo sobre Identidad y Derechos 
de los Pueblos Indígenas 

El papel que el Convenio y la OIT han desempeñado 
en Guatemala, y que posiblemente desempeñen en el fu- 
turo, debe considerarse a la luz de la adopción en 1995, 
como parte del Proceso de Pacificación, del Acuerdo so- 
bre Identidad y Derechos de los Pueblos Indígenas, entre 
el Gobierno de Guatemala y la Unidad Revolucionaria 
Nacional Guatemalteca. El Subsecretario de las NN.UU. 
responsable por la negociación del Plan de Paz solicitó al 
Director General de la OIT brindar asesoría legal y técni- 
ca con respecto a aquellas partes de la negociación rela- 
cionadas con el mandato de la OIT. Un funcionario de la 
OIT sirvió de asesor legal y asistente al Moderador de las 
NN.UU. durante las negociaciones del Acuerdo, y las dis- 
posiciones del Convenio No. 169 sirvieron de orientación 
general para las disposiciones relevantes del Acuerdo. El 
Acuerdo es más detallado que el Convenio y, como se com- 
prenderá, se adapta más a la situación en Guatemala. Si 
bien no hay conflicto entre el Convenio y el Acuerdo, pue- 
de que las disposiciones específicas de este sean de ma- 
yor utilidad en el desarrollo de los derechos indígenas en 
Guatemala. Sin embargo, se debe señalar que se puede 
presentar un recurso a la OIT en caso de la no aplicación 
del Convenio No. 169, pero no ante ninguna instancia 
internacional, en caso de la no aplicación del Acuerdo. 

51 Duhaime y Porret, op cit 
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El Convenio cuenta con 35 artículos substantivos, 
muchos de los cuales contienen básicamente principios 
generales. Por su parte, el Acuerdo consta de siete capítu- 
los detallados, relativos a la identidad de los pueblos in- 
dígenas, la lucha contra la discriminación, los derechos 
culturales, los derechos civiles, políticos, sociales y eco- 
nómicos, comisiones mixtas y recursos. Las subsecciones 
detalladas de cada capítulo abarcan temas específicos de 
Guatemala. La primera sección, sobre la identidad de los 
pueblos indígenas, no es una reproducción literal de la 
declaración de cobertura contenida en el Convenio No. 
169, sino que contiene principios más específicos adapta- 
dos a la situación en Guatemala: descendencia directa de 
los antiguos mayas, idiomas derivados de una raíz común 
maya, una visión del mundo basada en la interrelación 
armoniosa de todos los elementos del universo, una cul- 
tura común basada en los principios y la estructura del 
pensamiento maya, y un sentido de su propia identidad. 
La sección sobre la lucha contra la discriminación incluye 
secciones sobre la discriminación de jure y defacto,  los de- 
rechos de la mujer indígena, e instrumentos internacio- 
nales. 

El Acuerdo señala que el Gobierno había trasmitido 
(en el momento de la firma del Acuerdo) al Congreso de 
Guatemala, para su aprobación, el Convenio No. 169, y 
promovería la aprobación del Convenio por parte del 
Congreso (11 (C) (3)). El Acuerdo también instaba a los 
partidos políticos a que facilitaran la aprobación del Con- 
venio. 

El Acuerdo creó un método de aplicación al estable- 
cer mesas paritarias, o sea comisiones mixtas con un nú- 
mero igual de representantes del Gobierno y de las orga- 
nizaciones indígenas (elegidos por las organizaciones in- 
dígenas) para supervisar la aplicación de las disposicio- 
nes del Acuerdo relativas a reforma educativa, reforma y 

71 



Instituto Interamericano de Derechos Humanos 

participación, y los derechos relativos a la tierra. El Acuer- 
do también establecía que MINUGUA sería responsable 
por la verificación del Acuerdo. Sin embargo, no hay nin- 
gún plan para la continuación a largo plazo de MINU- 
GUA . 

G .  Actividades de aplicación de la OIT 
después de la ratificación 

El sistema de la OIT para la presentación de informes 
sobre la aplicación de convenios en la legislación y prác- 
tica de los estados que han ratificado el Convenio ha sido 
descrito arriba y no se repetirá aquí. Un año después de 
que el Convenio entre en vigor para Guatemala, el país 
debe presentar una primera memoria sobre la aplicación, 
la cual será examinada por la Comisión de  Expertos de  la 
OIT. Puesto que el Convenio entró en vigor un año des- 
pués de su ratificación (1997), la primera memoria de 
Guatemala se debía entregar en 1998. Las organizaciones 
de empleadores y trabajadores tendrían la oportunidad 
de ofrecer comentarios sobre la memoria del Gobierno, y 
presentar "reclamaciones" sobre violaciones del Conve- 
nio. La colaboración de  sindicatos con grupos indígenas 
de Guatemala se expondrá en la Sección VI11 abajo, sub- 
sección (b) sobre "Colaboración Sindicatos/Indígenas en 
la Aplicación del Convenio No. 169". 

La OIT y MINUGUA acordaron formalmente aclarar 
sus respectivas posiciones con respecto a la aplicación del 
Acuerdo y del Convenio No. 169. MINUGUA remitirá el 
borrador de su informe sobre la aplicación del Acuerdo al 
Consejo de  Seguridad y a la Asamblea General, y a la OIT, 
para posibles recomendaciones. A su vez, la OIT remitirá 
a MINUGUA comentarios sobre la aplicación del Conve- 
nio y el Acuerdo. Así, se podrán evitar diferentes inter- 
pretaciones de  disposiciones. 
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No se sabe con certeza hasta cuándo MINUGUA se- 
guirá sus operaciones en Guatemala, y peligra su finan- 
ciamiento. Así, puede que la labor de  la OIT para lograr 
la aplicación del Acuerdo se vuelva cada vez más impor- 
tante. Las organizaciones indígenas han solicitado asis- 
tencia técnica a la OIT con respecto a la aplicación del 
Acuerdo, la cual se está brindado. (Véase la Sección IV 
sobre la Asistencia Técnica de  la OIT). 

VII. MÉXICO, PERÚ Y NORUEGA: LA A P L I C A C I ~ N  
DEL CONVENIO No. 169 A TRAVÉS DEL 

DE LA OIT 
SISTEMA DE PRESENTACI~N DE INFORMES 

A. México 

La revuelta de mejicanos indígenas ocurrida en Chia- 
pas el primero de enero de  1994 enfocó la atención inter- 
nacional hacia su situación. La fecha del alzamiento se 
escogió para coincidir con la entrada en vigor del Tratado 
de Libre Comercio de  Norteamérica, y así enfocar la aten- 
ción hacia sus quejas  económica^.^^ 

México fue el segundo estado en ratificar el Convenio 
No. 169 (1990) y los órganos de  vigilancia de la OIT han 
prestado especial atención a la aplicación del Convenio 

52 Esta sección se concentra en  el sistema de presentación de  informes de  
la OIT, con base en comunicaciones entre la OIT y el Gobierno d e  Méxi- 
co con respecto a la aplicación del Convenio No. 169. No analiza la si- 
tuación real de  los pueblos indígenas en México actualmente, ni el efec- 
to de  la ratificación del Convenio No. 169 por parte de México. Beth 
Asher, una investigadora del International Centre for Human Rights 
and Democratic Development de Canadá, estuvo seis semanas en México 
a finales de  1997 estudiando la situación de  los indígenas, la respuesta 
del gobierno mexicano a sus problemas y el impacto de la ratificación 
del Convenio No. 169 por parte de  México. 
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No. 169 por México, dados los disturbios ocurridos en 
Chiapas. 

Anteriormente, México había ratificado el Convenio 
No. 107; la ratificación del Convenio No. 169, entonces, 
se veía como una simple actualización del Convenio an- 
terior, y los debates y discusiones extensivos que tuvie- 
ron lugar en Guatemala sobre el tema de la ratificación 
no ocurrieron en México. Aunque los pueblos indígenas 
constituyen aproximadamente el 14% de la población de  
México, no representan un porcentaje tan elevado como 
en Guatemala; por ello, el Convenio No. 169 no ha tenido 
la misma notoriedad en México que en Guatemala. Poco 
después de la ratificación del Convenio por México, se 
enmendó la Constitución con el fin de reconocer la natu- 
raleza multiétnica y pluralista de la Nación. 

El diálogo entre los órganos de vigilancia de  la OIT y 
México, con respecto a la aplicación del Convenio No. 169, 
ilustra el sistema regular de supervisión de  la OIT. Des- 
pués de ratificar el Convenio, México remitió su  memoria 
a la OIT e incluyó un comentario del Instituto Nacional 
Indígena (INI), una instancia gubernamental, en el que se 
reportaban abusos serios contra trabajadores del sector 
rural, la mayoría de los cuales indígenas. 

Este comentario incluyó alegatos de reclutamiento por 
“enganche” (un tipo coercitivo de reclutamiento), el 
no pago de salarios, la denegación del derecho de los 
indígenas a organizarse, y una casi total falta de ins- 
pecciones laborales en estas áreas.53 

53 Informe d e  la Comisión d e  Expertos en  Aplicación d e  Convenios y Re- 
comendaciones, informe general y observaciones con respecto a países 
particulare5, Conferencia Internacional del Trabajo, Sesión 82a, 1995, p 
399 
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La inclusión del comentario del INI demuestra la ma- 
nera en que se puede llamar la atención sobre deficien- 
cias en la aplicación del Convenio. El Comité señaló que 
el Gobierno había brindado información sobre muchos 
programas dirigidos a tratar estos problemas, pero lamen- 
tó que no estaba incluida información sobre la situación 
práctica. En el informe de 1995, el Comité se refirió al brote 
de violencia en Chiapas y solicitó al Gobierno que lo man- 
tuviera informado de los pasos dados para mejorar la si- 
tuación en ese Estado y otras partes del país. 

Los casos más serios de incumplimiento señalados por 
la Comisión de Expertos son discutidos en sesiones pú- 
blicas de la Comisión de  Aplicación de Normas que se 
realizan durante la Conferencia Anual de la OIT, celebra- 
da en junio de cada año. En 1995, un representante de 
México fue invitado a comparecer ante la Comisión de la 
Conferencia para responder a preguntas de la Comisión 
relacionadas con la aplicación del Convenio No. 169. El 
intercambio largo entre los integrantes de la Comisión y 
el representante de México quedó registrado en 20 párra- 
fos del informe de la Comisión. Esta concluyó que: 

existían problemas reales en la aplicación de la legis- 
lación laboral nacional a las poblaciones indígenas 
rurales del país, y que le preocupaba que ello parecía 
haber contribuido a los disturbios ocurridos en el Es- 
tado de Chiapas a partir de 1994 ... Esperaba que el 
Gobierno pronto aceptara recibir a una misión de ase- 
soría técnica de la Oficina con el fin de explorar ma- 
neras de mejorar la s i t~ i ac ión .~~  

En 1996, la Comisión de Expertos, todavía preocupa- 
da por los disturbios en Chiapas, publicó una larga Ob- 

54 Actas Provisionales No. 24, Coníerencia Internacional del Trabajo, Se- 
sión RZa, Ginebra, 1995, pp. 12-121. 
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servación en la cual solicitó a México informar el año si- 
guiente de nuevo sobre el Convenio No. 169; una solici- 
tud poco común, pero no rara, cuando se han observado 
serios problemas en su aplicación. También presentó una 
larga lista de preguntas sobre aplicación en una solicitud 
directa sin publicar, que incluía la siguiente cita textual 
de su solicitud directa de 1995: 

La Comisión se refiere a su observación y señala las 
muchas denuncias de violaciones de los derechos hu- 
manos en perjuicio de personas indígenas en la región 
de Chiapas, incluyendo ejecuciones extrajudiciales, 
torturas, asesinatos políticos, desapariciones y homi- 
cidios. Solicita al Gobierno proporcionar información 
detallada sobre la situación de las comunidades in- 
dígenas en esa región, y sobre las medidas que se pien- 
san tomar en vista de dicha situación (párrafo 21). 

Dada la reanudación del conflicto en Chiapas, en 1996 
el Gobierno de México y el Ejército Zapatista de Libera- 
ción Nacional (EZLN) suscribieron un acuerdo (pronun- 
ciamiento) que abría la posibilidad de un nuevo pacto 
social entre el Estado y los pueblos indígenas. Dicho pro- 
nunciamiento parece estar basado, en gran medida, en el 
Acuerdo sobre Indígenas del Plan de Paz de Guatemala, 
que, a su vez, había sido inspirado por los principios ge- 
nerales del Convenio No. 169. Sin embargo, el pronuncia- 
miento tenía que ser ratificado por el Congreso, cosa que 
no ha ocurrido, y el efecto legal exacto del Acuerdo no 
está claro. 

La observación contenida en el informe de 1997 de la 
Comisión, señaló el informe detallado remitido en res- 
puesta a su solicitud de 1996. Se refirió a información pro- 
porcionada por el Gobierno sobre un seminario tripartito 
nacional, con la participación de la OIT, sobre normas in- 
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ternacionales de trabajo, en el cual se acordó que se orga- 
nizaría un taller sobre la inspección y vigilancia de las 
normas laborales que protegen las condiciones de vida y 
trabajo de los pueblos indígenas en las áreas rurales. La 
Comisión también se refirió a la información proporcio- 
nada sobre un proceso a nivel nacional de consultas so- 
bre los derechos y la participación de los pueblos indíge- 
nas, iniciado por el Gobierno. Asimismo, la Comisión so- 
licitó mayor información sobre aspectos específicos de la 
aplicación del Convenio y reiteró sus sugerencias en el 
sentido de que el Gobierno solicitara asistencia técnica a 
la Oficina Internacional del Trabajo, con el fin de fortale- 
cer la protección de los derechos de los trabajadores indí- 
genas. 

La Comisión también informó que justo antes de  su 
sesión había recibido comentarios del Frente Auténtico de 
Trabajo que alegaban la violación del Convenio No. 169, 
por los conflictos asociados con la construcción de la pre- 
sa hidroeléctrica en Oaxaca. Si bien es cierto que no se 
establecen procedimientos de aplicación por aparte en vir- 
tud de tales comunicaciones, normalmente son tomadas 
en cuenta por la Comisión en sus comunicaciones con el 
Gobierno. 

En una sección anterior del presente estudio (Sección 
111 (B)), se mencionó que un sindicato, Delegación de Sin- 
dicato, D-111-57, Sección XI del Sindicato Nacional de Tra- 
bajadores de la Educación (SNTE), Educación Radial 
(México), presentó una reclamación en 1997 en nombre 
de organizaciones indígenas, en la cual alegaba la viola- 
ción por parte de México del Artículo 14 del Convenio 
No. 169, relativo a la tenencia de tierras. Como se men- 
cionó en dicha sección anterior, la reclamación fue recibi- 
da por el Órgano Rector, y una comisión ha sido designa- 
da para considerarla. 
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Las discusiones entre el Gobierno de México y los ór- 
ganos fiscalizadores de  la OIT son ejemplo del método de 
memorias y diálogo utilizado por la OIT para implementar 
sus convenios, pero sigue siendo difícil determinar los 
efectos prácticos de dicho diálogo sobre la condición de 
los indígenas en México. 

B. Perú 

Aproximadamente el 40 por ciento de  la población del 
Perú está conformada por pueblos indígenas. El Perú ra- 
tificó el Convenio No. 169 en 1994, denunciando así auto- 
máticamente su anterior ratificación del Convenio No. 
107.55Ya ha remitido su primera memoria sobre el Conve- 
nio No. 169, y funcionarios de la Oficina Internacional del 
Trabajo han elaborado un ”análisis comparativo” de la 
conformidad de la legislación y práctica del Perú con el 
Convenio. 

Estos estudios comparativos extensivos son documen- 
tos internos elaborados por la Secretaría de la OIT des- 
pués de  recibir las primeras memorias de  estados sobre 
un Convenio, y son mucho más detallados e integrales 
que exámenes posteriores de  las memorias de  los gobier- 
nos, a menos que haya un cambio fundamental en la si- 
tuación que requiera un nuevo análisis. 

Normalmente, la Comisión de Expertos habría remi- 
tido comentarios al Perú con respecto a su primera me- 
moria, durante su reunión celebrada en 1997; sin embar- 
go, la consideración de memorias del Perú ha sido sus- 
pendida, en espera de la decisión del Órgano Rector con 

55 De manera similar a la sección sobre México, esta sección sobre el Perú 
se concentra principalmente en las comunicaciones entre la OIT y el 
gobierno d e  este país Sería aconsejable emprender u n  estudio más 
amplio d e  la sifuacicín actual de los pueblos indígenas en el Perú, y del 
impacto del Conveni« No 107 y No. 169 sobre dicha situaciún. 
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respecto a la reclamación relativa al Convenio No. 169 
planteada por la Confederación General de Trabajadores 
del Perú sobre los derechos de la tenencia de tierra de los 
pueblos indígenas, mencionada en la Sección 111 (B) arri- 
ba, sobre Quejas y Reclamaciones. La reclamación es un 
avance importante en la aplicación del Convenio No. 169 
en el Perú. 

El análisis por parte de la Oficina de la primera me- 
moria se construye sobre comentarios planteados ante- 
riormente al Perú relativos a la aplicación del Convenio 
No. 107. En 1992, la Comisión de Expertos hizo una soli- 
citud directa de mayor información, que consistía en 19 
párrafos que ocupaban cinco páginas y contenía una se- 
rie de comentarios que indicaban que el Perú no había 
respondido a solicitudes de información hechas anterior- 
mente por la Comisión. Los siguientes extractos ilustran 
la preocupación de la Comisión con respecto a la aplica- 
ción del Convenio No. 107 en el Perú: 

Con respecto a los Artículos 11 a 14): La Comisión se- 
ñala que, en respuesta a su solicitud anterior, el Go- 
bierno ha proporcionado información adicional sobre 
los avances logrados en la asignación de títulos de 
propiedad a comunidades rurales dentro del contexto 
de la reforma agraria. Sin embargo, no proporcionó la 
información solicitada anteriormente sobre los efec- 
tos de la aplicación de las secciones 97 a 99 del Decre- 
to Supremo No. 147-81-AG, que permite, dentro del 
contexto de la reforma agraria, que las tierras de coo- 
perativas rurales se dividan en pequeñas parcelas o 
sean transferidas, vendidas o hipotecadas. 

La Comisión agradecería que el Gobierno indicara si 
dicha legislación sigue vigente, y evaluara, en su próxi- 
ma memoria, la medida en que la reforma agraria ha 
podido transferir la propiedad de tierras a comunida- 
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des rurales de poblaciones indígenas, y lo que queda 
por hacer en este sentido. 

Con respecto al Artículo 5): En sus comentarios ante- 
riores, la Comisión había mencionado el tema de la 
consulta de organizaciones indígenas en la formula- 
ción y ejecución de proyectos de desarrollo que las 
afectan ... La Comisión, por ende, espera que el Go- 
bierno entable conversaciones con estas dos organi- 
zaciones (identificadas anteriormente en la solicitud 
directa) para asegurar que las comunidades indíge- 
nas del país sean consultadas de manera regular y ple- 
na sobre el desarrollo de las áreas en que habitan, y 
que indique en su próxima memoria lo que se haya 
logrado en este sentido. 

Con respecto al Artículo 15): En su solicitud anterior, 
la Comisión señaló la existencia del sistema de "en- 
ganche'', una forma de trabajo obligatorio, y la explo- 
tación de trabajadores indígenas de Madre de Dios. 
Solicitó al Gobierno que indicara las medidas toma- 
das para investigar dichos alegatos, para garantizar 
las condiciones de trabajo mínimas propuestas en la 
legislación, y para asegurar la intervención de la Ofi- 
cina de Inspección de Trabajo en tales casos. 

Durante una conferencia sobre derechos humanos rea- 
lizada en el Perú, un observador comentó sobre las fre- 
cuentes referencias al Convenio No. 169 por parte de gru- 
pos indígenas en dicha reunión, y sobre lo familiarizados 
que están los grupos indígenas del Perú y Ecuador con 
las obligaciones plasmadas en el Convenio, y cómo po- 
drían servir de apoyo para reivindicaciones  indígena^.^^ 

56 Entrevista por parte d e  la autora con Chris Jochnik del Centro de  Dere- 
chos Económicos y Sociales, en Ginebra, 2 d e  mayo d e  1997. 
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La existencia de acuerdos entre compañías petroleras 
y comunidades indígenas locales ha sido causa de pre- 
ocupación en Perú en años recientes. Algunas organiza- 
ciones indígenas nacionales e internacionales están pre- 
ocupadas de que, al negociar con las comunidades indí- 
genas locales los derechos de exploración y explotación, 
puede que las compañías petroleras se aprovechen ante 
el poder de negociación y la experiencia relativamente li- 
mitados de dichas comunidades. Un representante del De- 
partamento de Políticas y Desarrollo (Punto Foca1 para 
Cuestiones de Pueblos Indígenas y Tribales) visitó el Perú 
en 1997 para ayudar en los contactos entre el gobierno, 
las compañías petroleras y los grupos indígenas con res- 
pecto a los acuerdos sobre exploración y explotación. 

En muchos otros países se están realizando negocia- 
ciones entre grupos indígenas y empresas multinaciona- 
les con respecto a arrendamiento de  tierras, derechos mi- 
nerales, etc. La preocupación sobre el limitado poder de 
negociación y experiencia de los grupos indígenas en esas 
negociaciones es un problema recurrente en la protección 
de los pueblos indígenas. 

El Departamento de Políticas y Desarrollo de  la OIT 
ha elaborado una excelente monografía, como guía de 
acción para los pueblos indígenas en estas negociaciones. 
Titulada Effective Negotiation by Indigenous Peoples, A n  
Action Guide zoith Cpecial Reference to North America, esta 
monografía fue escrita por Russell L. Barsh y Krisma 
Bastien, de la Universidad de Lethbridge, de Canadá, y 
está disponible a través de la OIT en Ginebra. Es de rigor 
y debería circular ampliamente entre los grupos indíge- 
nas. Si bien el enfoque es sobre América del Norte, tiene 
pertinencia para otras regiones del mundo. Los métodos 
descritos en la monografía parecen ser útiles como guía a 
escala mundial. 
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C .  Noruega 

Los pueblos indígenas de Noruega son los ”sami”. 
También hay sami en las regiones del norte de Suecia, Fin- 
landia y la Federación R ~ s a . ~ ~ L a s  estimaciones de la po- 
blación total de sami en estas áreas varía entre 60.000 y 
100.000, con la mayor parte viviendo en Noruega. Aun- 
que hoy en día participan activamente en casi todas las 
actividades económicas, por tradición han practicado 
principalmente la crianza de renos, la agricultura y la 
artesanía. 

En 1989, los sami eligieron su primer Parlamento 
(Sameting), después de que el Parlamento de Noruega 
(Storting) resolvió establecer este órgano. Todos los ma- 
yores de 18 años que se consideraban sami, y cuyos pa- 
dres y abuelos hablaban sami como lengua materna, te- 
nían derecho a votar en las elecciones. 

La existencia de un órgano representativo de pueblos 
indígenas no tiene precedente. No hay órgano homólogo 
en ningún país. La Guía de la OIT sobre el Convenio No. 
169 señala que: 

Las tareas del ”Sameting” están establecidas en la ley 
relativa al mismo y otros reglamentos sobre los sami. 
En ella se dice, por ejemplo, que ”el área de actividades 
del ”Sameting” se extiende a todas las cuestiones que, 
en opinión de la Asamblea, conciernen al pueblo sami 
en particular”. Por iniciativa propia, el ”Sameting” 
puede tratar asuntos y hacer declaraciones respecto a 
cualquier cuestión dentro de su área de competencia. 
Por iniciativa propia puede plantear asuntos a las au- 
toridades públicas y a instituciones privadas. El ”Sa- 
meting” pone especial empeño en las industrias bási- 

57 En e1 pasado, se ha referido a los sami como ”Iapones” 
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cas de los sami, como la crianza del reno y la pesca. 
Hasta el momento, el "Sameting" había sido sólo una 
autoridad consultiva, pero ahora administra directa- 
mente la mayoría de las medidas que se han estableci- 
do en los últimos 1 O o 15 años para impulsar la cultu- 
ra sami. El "Sameting" es un órgano de supervisión, 
tanto a nivel formal como a nivel político, que vigila 
el cumplimiento de las disposiciones administrativa 
relativas a los  ami.^^ 

La existencia del Sameting ha resultado en un nivel 
poco usual de participación por parte de  los pueblos in- 
dígenas en el sistema de presentación de informes de la 
OIT sobre el Convenio No. 169. Antes de presentar su 
memoria a la OIT, el Gobierno de Noruega la envía al 
Parlamento de los sami para recibir sus comentarios, los 
cuales anexa a su memoria en el marco de un acuerdo entre 
los sami y el Gobierno. Este procedimiento constituye un 
aspecto permanente de las memorias noruegas. Los sami 
también han expresado su voluntad de establecer un diá- 
logo informal con la Comisión de Expertos, conjuntamente 
con el Gobierno, a fin de facilitar la aplicación del Conve- 
nio. 

El Gobierno declaró que comparte el deseo de  facili- 
tar así la aplicación del Convenio, convencido de  que la 
cooperación abierta entre los gobiernos y los representan- 
tes de las organizaciones indígenas puede contribuir efec- 
tivamente a la promoción internacional de los derechos y 
las culturas de los pueblos indígenas, y por tanto, el Go- 
bierno apoya totalmente las sugerencias de propiciar un 
diálogo ~up lemen ta r io .~~  

58 Pueblos indígenas y tribales Giiía para In nplicnción del Convenio nMni 169 
de la OiT, p 10, OIT, Ginebra 

5Y Id 

83 



Instituto Interamericano de Derechos Humanos 

En la formalidad de la OIT para la presentación de 
memorias sobre el Convenio No. 169, se sugiere que los 
gobiernos las compartan con las organizaciones indíge- 
nas, para recibir sus comentarios, e incorporar estos co- 
mentarios en las memorias. La participación del Sameting 
es aún más amplia que lo sugerido en el cuestionario, ya 
que los sami per se están involucrados en forma directa, 
conjuntamente con el Gobierno, en un diálogo con la OIT. 

Sin embargo, la aplicación del Convenio No. 169 en 
Noruega no está exenta de controversias, especialmente 
con respecto a los derechos sobre la tierra. El Artículo 14 
del Convenio estipula que "Deberá reconocerse a los pue- 
blos interesados los derechos de propiedad y de posesión 
sobre las tierras que tradicionalmente ocupan". El Sa- 
meting ha alegado, en contactos con la OIT y el Gobierno, 
que los términos "propiedad" y "posesión" son cumu- 
lativos y que tienen derecho a adquirir título legal a las 
tierras que tradicionalmente han ocupado. El Gobierno 
de Noruega alega que un usufructo fuertemente protegi- 
do se debe considerar como suficiente para cumplir con 
el Artículo 14. La Comisión de Expertos ha afirmado que 
el Artículo 14 no exige que se reconozca el título en todo 
caso en que los pueblos indígenas y tribales tradicional- 
mente han ocupado tierras.60 

Este asunto no ha sido resuelto aún en Noruega. En 
1980, el Gobierno nombró una Comisión para examinar 
el tema de los derechos de los sami sobre la tierra y el 
agua. En 1997, un representante del Gobierno de Norue- 
ga informó al Grupo de Trabajo sobre Poblaciones Indí- 
genas de NN.UU. que el trabajo había concluido (después 
de 16 años) en Finnmark, donde reside la mayoría de los 
sami. El informe ha sido transmitido al Gobierno, pero 

60 Solicitud d i rec ta  a Noruega, 1995, párrafo 17 
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aún no lo ha considerado y se estima que se requerirán de 
3 a 4 años más para analizarlo completamente.61 

En 1997, dos representantes del Parlamento Sami y el 
Consejo Nórdico Sami protestaron en Londres, en una re- 
unión de AGM, conocida como la empresa minera más 
grande del mundo, e instaron a la compañía a que dejara 
de realizar exploraciones en tierras de  los sami. Asimis- 
mo, parece haber cierta oposición política a la idea de 
aumentar el control de los sami sobre las tierras que tra- 
dicionalmente han ocupado.62 

VIII. ESTADOS QUE NO HAN RATIFICADO; 
LA INFLUENCIA DEL CONVENIO 

Según la OIT, los congresos de  Fiji, Austria y Argenti- 
na han aprobado la ratificación del Convenio No. 169, pero 
no se han recibido los correspondientes instrumentos de 
ratificación. Se está considerando la ratificación seriamen- 
te en seis países (Brasil, Chile, Ecuador, Finlandia, los 
Países Bajos y las Filipinas). Se supone que algunos de los 
21 estados que habían ratificado el Convenio No. 107 tam- 
bién ratificarán en algún momento el Convenio No. 169. 
Aparentemente, está por darse la ratificación en los Paí- 
ses Bajos, aunque dicho país no tiene pueblos indígenas, 
pero está interesado en ratificar el Convenio como medio 
de orientar las políticas de desarrollo del país.63 La OIT 

61 Declaración de la Sra. Barbro Lill Haetta, en nombre de Noruega, du-  
rante la 15a sesión del Grupo de  Trabajo sobre Poblaciones Indígenas, 
18 de julio - 1 de agosto de  1997. 

Véase Douglas Mellgren, Associated Press Dispatch, 22 de  agosto de 
1997, y el Guardian Weekly, del 12 de agosto de 1997. 

Véase indigenotis Peoples in tlie Nrtherlnnds Foreign Policy and Uevelopnien t 
Cooperation, documento de política de los Países Bajos, 1993. 
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no objeta la ratificación del Convenio por parte de  un es- 
tado que no tiene pueblos indígenas. 

Es notable la ausencia de  esta lista de los países de  
Asia (salvo las Filipinas) y Australia, Nueva Zelandia, los 
Estados Unidos de América y Canadá, en donde hay po- 
blaciones importantes de pueblos indígenas. Australia, 
Canadá, Estados Unidos de América, Nueva Zelandia y 
todos los países asiáticos, con la excepción de Bangladesh, 
Birmania y Japón, votaron en favor de  la adopción del 
Convenio No. 169. En algunos de estos países, la posibili- 
dad de ratificación parece ser nula o casi nula. El actual 
gobierno de Australia (junio de 1997) ha declarado que 
no piensa ratificarlo y ha mostrado poca preocupación por 
las demandas de  los indígenas. Sin embargo, en decisio- 
nes recientes, la Corte Suprema de  Australia ha reconoci- 
do derechos sobre la tierra y territorios indígenas conse- 
cuentes con las disposiciones del Convenio No. 169, lo 
cual puede contribuir a hacer factible la ratificación en 
ese país.fflCanadá ha indicado que no ratificará el Conve- 
nio a menos que se obtenga el apoyo de grupos indígenas 
canadienses, algunos de los cuales fueron los críticos más 
severos del Convenio No. 169 a la hora de su  adopción. 
Subsiguientemente, algunas organizaciones canadienses 
han apoyado la ratificación del Convenio. 

Aunque los Estados Unidos de América votó en favor 
del Convenio No. 169, parece que ni los nativos estado- 

64 El fallo Mabo en 1992 estableció que los aborígenes tenían derecho a 
reclamar el título nativo a tierras tradicionales, derecho nunca antes 
reconocido e n  Australia. Sin embargo, cuando el Parlamento acató el 
fallo Mabo, por medio del Native Title Act, excluyó arriendos pastorales 
d e  reclamos de  título nativo. Posteriormente, en el fallo Wik, el Tribu- 
nal Supremo sostuvo que  los aborígenes podían ingresar a tierras 
pastorales, supuestamente para realizar ceremonias, visitar lugares sa- 
grados y recoger alimento, pero que los intereses pastorales prevalece- 
rían sobre derechos nativos cuando los dos entraran en conflicto. Véase 
Tlie E r o n n r r i r s f ,  19 de  abril de  1997, p. 61. 
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unidenses ni el gobierno tienen interés en ratificarlo. Los 
grupos indígenas en ese país no se oponen al Convenio 
No. 169, pero ya que se les ha reconocido el derecho de 
autodeterminación, cuentan con herramientas más pode- 
rosas a nivel nacional que las que proporcionaría el Con- 
venio. 

El Convenio ya ha tenido un impacto, a pesar de su 
no ratificación en algunos estados, en las políticas del 
Banco Mundial y bancos regionales de desarrollo, que han 
informado que consideran al Convenio No. 169 de la OIT 
como una guía primaria sobre políticas apropiadas relati- 
vas a pueblos  indígena^.^^ Con frecuencia los gobiernos 
solicitan a funcionarios de la OIT que les aconsejen con 
respecto a los derechos indígenas, y el Convenio se usa 
como una referencia útil y una plataforma para discusio- 
nes por parte de los indígenas. Austria y Alemania, al igual 
que los Países Bajos, pese a no haber ratificado el Conve- 
nio aún, han decidido utilizar sus principios básicos como 
guía para la asistencia que brindan para el desarrollo. La 
Federación Rusa y las Filipinas han solicitado asesoría y 
asistencia de la OIT en relación con sus pueblos indíge- 
nas. 

IX. LA UTILIZACIÓN DEL CONVENIO No. 169 PARA 
PROTEGER LOS DERECHOS INDÍGENAS 

A. Uso directo por grupos indígenas 

El Convenio No. 169 de la OIT es un tratado regido 
por el derecho internacional, hecho que da origen a una 
de las anomalías relativas a su utilización por los pueblos 

65 Entrevistas de  la autora con SheIton Davis, División Ambiental, Banco 
Mundial, y con Anne Deruyttere, Banco Interamericano d e  Desarrollo, 
marzo de 1996. 
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indígenas. Los sujetos del derecho internacional son los 
estados; estos formulan las reglas del derecho internacio- 
nal, bajo las cuales tienen derechos. En términos genera- 
les, los actores que no sean estados, tales como los pue- 
blos indígenas, no tienen derechos directos en el marco 
del derecho internacional y no pueden plantear quejas o 
apelar ante tribunales internacionales.66 

La OIT es la Única organización de las NN.UU. que 
permite la participación plena de actores no estatales en 
sus actividades regulares, pero tal participación está li- 
mitada a organizaciones ocupacionales (organizaciones de 
empleadores y trabajadores). Como ya hemos visto, las 
organizaciones indígenas desempeñaron un papel limi- 
tado, pero activo, como observadores invitados en la re- 
dacción del Convenio No. 169; su influencia fue evidente 
en las posiciones adoptadas por el Grupo de Trabajado- 
res con respecto a muchos temas. 

La problemática implícita en el Convenio No. 169 es: 
jcómo es posible, o cómo podría ser posible, para los pue- 
blos indígenas participar efectivamente en la instru- 
mentación del Convenio, si no tienen acceso directo a los 
órganos de la OIT que vigilan el Convenio? Sin embargo, 
a pesar de la falta de un papel oficial dentro de la OIT, los 
grupos indígenas han hecho mucho, y hay mucho que pue- 
den hacer, para utilizar el Convenio No. 169 para promo- 
ver y proteger sus derechos: 

(1) Las organizaciones indígenas han hecho campa- 
ñas en favor de la ratificación del Convenio. En mu- 

66 Véase Reisman "Pro tec t ing  I n d i g e n o u s  Rights  in In te rna t iona i  
Adjudication" 89 AJIL 350 (1995). Véase también observaciones d e  
Howard Bermaii, Virginia Leary, Hurst  Hannum, y los comentarios y la 
d i s c u s i ó n  d e l  p a n e l  " A r e  I n d i g e n o u s  P o p u l a t i o n s  Ent i t led  t o  
International Juridical I'ersonality?", Proceedings, 79a Reunión Anual, 
American society of internationai Law, 1985. 
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chos países, los convenios ratificados se convierten en 
legislación nacional; así, a la aplicación a escala inter- 
nacional se agrega la aplicación bajo el sistema legal 
nacional. (Véase la Sección VI sobre Guatemala). 

(2) En algunos casos, los grupos indígenas pueden 
agregar comentarios a las memorias remitidas por sus 
gobiernos con respecto a la instrumentación del Con- 
venio No. 169. (Ejemplo de  Noruega y los sami, Sec- 
ción VI1 (c) ). 

(3) Los comentarios relativos a la aplicación de  las 
disposiciones del Convenio en estados que lo han ra- 
tificado pueden ser enviados por las organizaciones 
indígenas a las oficinas regionales de la OIT, o direc- 
tamente al Punto Foca1 sobre Pueblos Indígenas de la 
OIT, o al Departamento de Normas Internacionales del 
Trabajo, en Ginebra. 

(4) En los estados en que existen tales programas, los 
pueblos indígenas y tribales pueden beneficiarse con 
los proyectos de asistencia técnica de la OIT (por ejem- 
plo, Guatemala, Bolivia, la India, las Filipinas, el Pe- 
rú). 

( 5 )  Los pueblos indígenas pueden acceder directamen- 
te a las organizaciones donantes internacionales (Ban- 
co Mundial, Banco Interamericano de Desarrollo, Ban- 
co Asiático de Desarrollo), y a países donantes que han 
adoptado los principios del Convenio No. 169 como 
lineamientos para la provisión de ayuda, o en los ca- 
sos en que el Convenio No. 169 ha inspirado los 
lineamientos adoptados. 

(6) Finalmente, y lo más importante, los grupos indí- 
genas pueden colaborar con sindicatos laborales que 
son participantes plenos en la OIT, con el fin de elevar 
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preocupaciones indígenas a la Organización. (Véase 
la siguiente subsección). 

La colaboración de los grupos indígenas con los sin- 
dicatos merece un amplio análisis y es considerada en la 
subsección B. infra. Las otras posibilidades mencionadas 
supra serán discutidas en la presente subsección. Aunque 
el Convenio No. 169 ha tenido un impacto más allá de su 
influencia en los estados que lo han ratificado, la forma 
más eficaz en que los indígenas tienen posibilidad de  uti- 
lizarlo puede que sea para llamar la atención sobre viola- 
ciones en estados donde ha sido ratificado. Aunque los 
grupos indígenas no tienen acceso a los mecanismos ofi- 
ciales de la OIT, dentro de sus propios países si estos lo 
han ratificado, pueden apelar bajo el sistema legal nacio- 
nal (si el Convenio se ha convertido en legislación nacio- 
nal) contra violaciones de sus disposiciones, o denunciar 
dentro o fuera del país, el hecho de que el estado eventual- 
mente está violando normas internacionales que ha acep- 
tado oficialmente. Es más probable que los estados sean 
más sensibles ante las demandas indígenas si han acepta- 
do normas internacionales relacionadas con ellos. 

Los grupos indígenas pueden promover las normas 
contenidas en el Convenio, refiriéndose a ellas cuantas 
ve-ces puedan como normas internacionales generalmente 
aceptadas y aún en situaciones en que es difícil que la ra- 
tificación se dé en un futuro cercano. Por otra parte, debe- 
rían iniciar un diálogo con las organizaciones nacionales 
de empleadores y trabajadores que participan en las acti- 
vidades de  la OIT. Asimismo, se podría solicitar a las or- 
ganizaciones ocupacionales que incluyan a personas in- 
dígenas en sus delegaciones ante la OIT. 

La ratificación es importante también porque conlle- 
va la obligación de informar a la OIT sobre si la legisla- 
ción y práctica nacionales están en conformidad con el 
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Convenio. Las memorias son especialmente importantes 
en los años inmediatamente posteriores a la ratificación. 
La primera memoria debe entregarse un año después de 
la entrada en vigor del Convenio, o sea un año después 
de su ratificación, y una segunda memoria debe entregar- 
se dos años después de la primera. Como se mencionó 
anteriormente, después de recibir la primera memoria, la 
OIT elabora un análisis comparativo detallado de la le- 
gislación y práctica del país con respecto al Convenio. La 
información que proporcionan los grupos indígenas du- 
rante este período inicial, después de efectuada la ratifi- 
cación, es muy útil. 

El método más directo de proporcionar dicha infor- 
mación es a través de los sindicatos, como se explicará a 
continuación. Sin embargo, hay otros métodos disponi- 
bles para los grupos indígenas. En algunos casos, los paí- 
ses envían sus memorias a los grupos indígenas, les soli- 
citan sus comentarios y los anexan a dichas memorias. 
Esta metodología de compartir las memorias con los gru- 
pos indígenas para recibir sus comentarios, se recomien- 
da fuertemente en el cuestionario usado para la memo- 
ria. El Gobierno de México incluyó con su primera me- 
moria alegatos por parte del Instituto Indígena Nacional, 
órgano gubernamental, de serios abusos en México en con- 
tra de trabajadores indígenas rurales, incluyendo el re- 
clutamiento coercitivo, el no pago de salarios y la nega- 
ción del derecho a organizarse. El Gobierno de Noruega 
envió copia de su memoria al Parlamento sami para sus 
comentarios, los cuales fueron incluidos como parte inte- 
gral de la memoria remitida a la OIT. Los grupos indíge- 
nas deben mantenerse informados sobre las fechas en que 
los gobiernos entregan sus memorias, y solicitar que se les 
envíen copias y se les permita agregar sus comentarios. 

En caso de que no tengan la oportunidad de agregar 
sus comentarios a las memorias de los gobiernos, los gru- 
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pos indígenas también pueden enviar comentarios sobre 
la ejecución del Convenio No. 169, ratificado por su país, 
directamente a las oficinas regionales de la OIT o a la OIT 
en Ginebra (Punto Foca1 sobre Pueblos Indígenas o al 
Departamento de Normas Internacionales del Trabajo). 
Recuérdese que la OIT solamente puede reconocer oficial- 
mente los comentarios de ONG que sean laborales; sin 
embargo, estos comentarios pueden brindar a la OIT in- 
formación útil que puede ser verificada por otros cana- 
les. 

A menudo, la importancia de la Secretaría de la OIT 
en el sistema de vigilancia es olvidada por aquellos que 
no estén familiarizados con el sistema. Si bien los comen- 
tarios sobre convenios ratificados los hace la Comisión de 
Expertos, en casi todos los casos han sido elaborados por 
funcionarios de la OIT, para la aprobación de la Comi- 
sión. Los funcionarios de la OIT reciben con beneplácito 
información sobre las normas de la OIT (suficiente con 
una carta sencilla, con detalles, que los ayudará en sus 
labores). La información es más útil si se citan leyes u or- 
denanzas específicas que han sido adoptadas, que van en 
detrimento de los pueblos indígenas y parecen violar el 
Convenio, o que no instrumentan el Convenio de alguna 
manera específica. Si la información contiene hechos que 
se puedan verificar independientemente -leyes, normas, 
estadísticas- se puede usar en comentarios al Gobierno. 

En el informe anual de la Comisión de Expertos, la 
OIT publica las "Observaciones" hechas a los gobiernos 
con respecto a la conformidad de su legislación y práctica 
con el Convenio, pero no incluye las "solicitudes direc- 
tas", que son mucho más largas y detalladas y general- 
mente versan sobre la instrumentación de cada artículo 
del Convenio. Dichas solicitudes directas, sin embargo, 
son documentos públicos y están disponibles en el CD- 
ROM ILOLEX. La OIT planea incluirlas en sus páginas 
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públicas en la WWW. Asimismo, se pueden examinar en 
las oficinas de  la OIT en Ginebra, y a veces es posible so- 
licitarlas a través de las oficinas regionales de la OIT. Co- 
pias de estas solicitudes directas serían de gran valor para 
los grupos indígenas locales, quienes se enterarían de las 
preocupaciones de la OIT sobre cada artículo del Conve- 
nio, permitiéndoles, si quieren, encontrar la manera de 
enviar información adicional a la OIT. Algunas organiza- 
ciones indígenas podrían asistir a la Conferencia Anual 
de la OIT y presentar comentarios ante la Comisión de 
Aplicación de Normas, una vez aprobados por el Presi- 
dente y los dos Vicepresidentes: 

La información relativa a la representación de  organi- 
zaciones no gubernamentales en la reuniones de  la OIT 
se puede obtener de  la Oficina para Relaciones Inter- 
agencias de  la OIT. Dichas organizaciones pueden so- 
licitar su inclusión en la Lista Especial de la OIT, para 
recibir las revistas de la OIT y anuncios de reuniones 
importantes, si demuestran que sus objetivos coinci- 
den con el espíritu, metas y principios de la OIT, y si 
presentan documentación relativa a su organización. 
Si la organización tiene rango consultivo con la ECO- 
SOC, no es necesario presentar documentación tan 
amplia. Las solicitudes para asistir a la Conferencia 
Anual se deben presentar un mes antes de  la apertura 
de  la C~nferencia.~’ 

Durante la Conferencia Anual, la Comisión de  Apli- 
cación de Normas, analiza únicamente los casos más im- 
portantes de no conformidad elevados por la Comisión 

67 Virginia A. Leary, “Human Rights at the ILO Reflections on Making 
the ILO more ‘User Frieiidly”’ T h  Modern Worid ofHiimari Rtghts, Ecsnys 
in Honor of Thomns Biwrgeiithal, Instituto Interamericano de  Derechos 
Humanos, San Jose, Costa Rica, 1996 Este artículo presenta una discu- 
sion amplia del papel de la5 organizaciones no gubernamentalei en la 
OIT 
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de Expertos, o sea, aproximadamente diez por año, de los 
cientos de comentarios hechos por la Comisión de Exper- 
tos cada año. Hasta la fecha con respecto al Convenio No. 
169, ha analizado solamente la aplicación del Convenio 
por parte de  México. 

Veintiún estados que han ratificado el Convenio No. 
107 sobre poblaciones indígenas no han ratificado el Con- 
venio No. 169. Así, todas las acciones antes descritas se 
pueden tomar en relación con el Convenio No. 107 para 
esos estados (p. ej., Brasil, la India, Bangladesh, Argenti- 
na).6sHay otros convenios de la OIT que también son im- 
portantes para la protección de los indígenas y que pue- 
den ser utilizados de la misma manera que el Convenio 
No. 169, en particular el Convenio No. 29 (1930) sobre el 
Trabajo Forzoso y el No. 141 (1975), Convenio sobre las 
Organizaciones de  Trabajadores Rurales. 

B. Colaboración entre sindicatos y grupos indíge- 
nas para hacer cumplir el Convenio No. 169 

Los sindicatos pueden presentar quejas (conocidas 
como "reclamaciones"), contra un estado por no instru- 
mentar un convenio ratificado; participan como miembros 
plenos en la Comisión de Aplicación de Normas de la Con- 
ferencia; están autorizados, bajo el Artículo 23 de la Cons- 
titución, a aportar comentarios a la Comisión de Expertos 
relativos a la instrumentación de  convenios ratificados; y 
cuentan con otros medios para participar en la activida- 
des de la OIT. La colaboración con sindicatos solidarios 
brinda a los grupos indígenas la oportunidad de  elevar 
temas importantes por medio de los mecanismos de la OIT 
para la instrumentación del Convenio No. 169. Ya se ha 
mencionado que representantes de organizaciones de tra- 

68 Véase nota.. 
venio No 107 pero no el No. 169, al 1 d e  enero d e  1998. 

., supra ,  para la lista d e  estados que han ratificado el Con- 
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bajadores plantearon los puntos de  vista de representan- 
tes indígenas, aunque no siempre con éxito, durante la 
adopción del Convenio No. 169. 

Algunas veces, los grupos indígenas han logrado que 
los sindicatos eleven temas relativos a los Convenios 107 
y 169 ante los Órganos de vigilancia de la OIT. En varias 
ocasiones, las organizaciones de trabajadores han presen- 
tado comentarios a la Comisión de Expertos de la OIT con 
respecto al tratamiento de trabajadores indígenas en el 
contexto del Convenio No. 107, el convenio que antece- 
dió el Convenio No. 169, y en el contexto del Convenio 
No. 169. En 1993, la Comisión de Expertos recibió comen- 
tarios sobre el Convenio No. 107 del Central Única de Tra- 
bajadores (CUT), un sindicato brasileño que expresaba 
preocupación sobre el desplazamiento de pueblos indí- 
genas a raíz de la construcción de proyectos hidroeléc- 
t r i c o ~ . ~ ~  Después de recibir información del Gobierno, la 
Comisión solicitó al Gobierno 

proporcionar información más detallada sobre la si- 
tuación actual con respecto a dichos proyectos hidro- 
eléctricos, y la opinión de la FUNAI, si se ha expresa- 
do, y en particular, indicar si para la entrega de licen- 
cias para proyectos de este tipo es requisito evaluar 
sus impactos sobre poblaciones indígenas, por ejem- 
plo en estudios sobre su impacto ambiental o de otro 
tipo.70 

En 1997 la Comisión solicitó al Gobierno que presen- 
tara un informe detallado sobre este y otros temas relati- 
vos al Convenio No. 107. 

69 

70 

Lee Cwepston, doCip Newsletter, marzoljunio d e  1995, No .  9-10 

Informe de  la Comisión d e  Expertos en Aplicación de  Convenios y Re- 
comendaciones, Iiiforme I J i  (Parte 1 A), Conferencia Internacional del 
Trabajo, 85a Sesión, 1997, p 304 
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En 1996, el Frente Auténtico del Trabajo, un sindicato 
mexicano, envió comentarios a la Comisión de Expertos 
de la OIT, mediante los cuales alegaba la violación del 
Convenio No. 169 en conflictos asociados con la construc- 
ción de una presa hidroeléctrica en O a ~ a c a . ~ *  Como es 
costumbre en estos casos, la comunicación se remitió al 
Gobierno para sus comentarios. 

Las organizaciones nacionales, así como organizacio- 
nes internacionales de empleadores y trabajadores, tam- 
bién pueden presentar comentarios de este tipo. Si una 
organización nacional duda en presentar una queja for- 
mal, un grupo indígena puede intentar interesar a una 
organización internacional de trabajadores, tal como Public 
Services International (PSI), la Confederación Internacio- 
nal de Organizaciones Sindicales Libres o la Confedera- 
ción Mundial del Trabajo, para que la presente de manera 
menos formal bajo el Artículo 23 de la Constitución. 

En agosto de 1994, Human Rights Internet, una organi- 
zación canadiense, organizó una reunión en Ginebra, en 
colaboración con la OIT, con el fin de que pueblos indíge- 
nas se familiarizaran con los procedimientos de la OIT. 
En dicha reunión, el representante de la Public Services 
International (PSI) dijo: 

La cuestión de los pueblos indígenas y su relación con 
el movimiento sindicalista es una cosa relativamente 
nueva, y considero esta sesión como una experiencia 
de aprendizaje, tanto para mí como para ustedes.. .Me 
gustaría escuchar cualesquiera ideas que tengan so- 
bre la manera más apropiada en que los sindicatos 
pueden trabajar con los pueblos indígenas.. .PSI y sus 
afiliados tienen la firme convicción de que les corres- 
ponde a los sindicatos presionar a todos los niveles 

~ ~~ 

71 Id., p.  406. 
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de gobierno para que acojan la noción de autogobierno 
para los pueblos indígenas y tribales, y ratifiquen el 
Convenio No. 169.72 

Luego, la PSI desarrolló ModtiZes on Indigenousnribaf 
Peoples and P u d e  Unions ”como una herramienta práctica 
de capacitación para sindicalistas que quieran identificar 
áreas en que los sindicatos y los pueblos indígenas pue- 
den construir relaciones que sean más fuertes y mutua- 
mente beneficiosas”. Ha complementado estos módulos 
con un informe de 150 páginas, IndigenousRribul Peoples 
und Trude Unions, que contiene secciones sobre temas y 
sindicatos, la definición de los pueblos indígenas en el 
derecho internacional, los sindicatos de la OIT y los pue- 
blos indígenas, informes de países y regiones, y puntos 
de partida para los  sindicato^.^^ Contiene una discusión 
amplia de los Convenios No. 107 y No. 169. En 1993, el 
XXV Congreso Mundial de la PSI adoptó la Resolución 
Compuesta No. 31/32 sobre Pueblos Indígenas, en que 
instó a PSI y a sus afiliados a que presionaran a todos los 
niveles de gobierno para que acogieran la noción de auto- 
gobierno para los pueblos indígenas y tribales, y ratifica- 
ran el Convenio No. 169. Asimismo, instó a la PSI a: 

alentar a los afiliados a tomar medidas en sus propios 
países que ayuden directamente a los pueblos indíge- 
nas ... a través de los comités regionales, establezcan 
intercambios de información y de  otro tipo sobre te- 
mas relacionados con la lucha de los pueblos indíge- 

72 Hans Engelberts, Secretario General, Pubiic Cervices International, 
Ferney-Voltaire, Francia, “Indigenous Peoples, Trade Unions and  
Human Rights”, durante una reunión de  la OIT, Ginebra, 3 d e  agosto 
d e  1994. 

Estas pubIicaciones están disponibles a través de  Public Cervices Inter- 
na-tional, BP 9. F-01211, Ferney-Voltaire, Francia. Tel. 33.4.50.40.64.64. 
Fax 33.4.50 40.73.20 Correo electrónico: PCIOGE02.POPTEL.ORG.UK 

73 
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nas; representen, en foros internacionales apropiados, 
como la OIT, las preocupaciones de los pueblos indí- 
genas; preparen para la consideración del Congreso 
de la PSI de 1997 una declaración tipo, que abarque 
recomendaciones para la aplicación del proyecto de 
declaración de  las Naciones Unidas sobre los derechos 
de los pueblos indígenas, en países que tienen pue- 
blos indígenas, para que los afiliados en esos países 
tomen acción al respecto.74 

Finalmente, los pueblos podrían, si quisieran, organi- 
zar sus propios sindicatos, que podrían participar direc- 
tamente en las actividades de la OIT. Dado que probable- 
mente dichos sindicatos no serían las organizaciones “más 
representativas” de su país, es difícil que sean elegidos 
como la organización de  trabajadores que formaría parte 
de la delegación nacional a la Conferencia Internacional 
del Trabajo. Sin embargo, como organizaciones naciona- 
les, podrían presentar casos, por ejemplo, ante el Comité 
de Libertad Sindical del Consejo de Administración de  la 
OIT, o participar de otras maneras en la instrumentación 
del Convenio o de  otros convenios. 

Hace veinte años, la triste situación de muchos millo- 
nes de  miembros de  pueblos indígenas y tribales en el 
mundo apenas se conocía. Hoy, gracias a los esfuerzos de  
los indígenas mismos para llamar la atención en foros in- 
ternacionales hacia la amplia privación de sus derechos 
fundamentales, se están realizando muchos esfuerzos por 
promover y proteger los derechos indígenas. Si bien los 
Convenios No. 169 y No. 107 constituyen sólo uno de es- 

74 El texto completo d e  esta resolución se encuentra e n  indigenousflribní 
Peoples ilmf Trade Unions, A PSI Reporf,  septiembre d e  1996, o p .  c i t .  
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tos esfuerzos, son especialmente importantes, ya que son 
los únicos instrumentos internacionales vinculantes so- 
bre los derechos de los pueblos indígenas y tribales. 

En el momento de su adopción, el Convenio, como se 
ha señalado en el presente estudio, fue criticado por al- 
gunos grupos indígenas. Ocho años después, sin embar- 
go, es evidente que el Convenio puede ser utilizado como 
medio para proteger los derechos de los pueblos indíge- 
nas; y por otra parte, los grupos indígenas se han conver- 
tido en los principales promotores del Convenio en va- 
rios países. 

El Convenio ya forma parte de la legislación nacional 
en algunos países donde ha sido ratificado. Los países que 
han ratificado el Convenio han tenido que entregar me- 
morias a la OIT sobre su instrumentación, y los órganos 
de vigilancia han hecho extensos comentarios a dichos 
gobiernos relativos a su aplicación del Convenio. En este 
sentido, por ejemplo, los representantes de un país, Méxi- 
co, han sido llamados a comparecer ante la Conferencia 
de la OIT y responder a preguntas relativas a problemas 
en la protección de los derechos indígenas en México. La 
influencia del Convenio y de funcionarios de la OIT fue 
instrumental en la adopción de un acuerdo importante 
relativo a los indígenas como actores en el proceso de paz 
en Guatemala. Las normas contenidas en el Convenio han 
servido de guía para programas de desarrollo y asisten- 
cia técnica. La Organización Internacional del Trabajo, en 
colaboración con organizaciones internacionales de desa- 
rrollo, ha brindado asistencia técnica a grupos indígenas 
en varios países. 

¿Pero, cuán efectivos son estos procedimientos de la 
OIT? ¿Realmente han mejorado la situación de los pue- 
blos indígenas a escala local? Con excepción de  las san- 
ciones contenidas en el Capítulo VI11 de la Carta de las 
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NN.UU. relativas al quebrantamiento de la paz, otras or- 
ganizaciones intergubernamentales, incluyendo la OIT, no 
disponen de sanciones eficaces para hacer cumplir sus 
decisiones. Finalmente, la OIT, así como las comisiones 
de las NN.UU. que vigilan los pactos de derechos huma- 
nos, deben depender de la persuasión moral y de la de- 
fensa de los valores. 

A veces, las comisiones de la OIT hacen comentarios 
durante años sobre discrepancias entre convenios que han 
sido ratificados y la acción nacional sin que se perciba efec- 
to visible alguno. Pero la OIT ha perfeccionado, especial- 
mente en el contexto del Convenio No. 169, los medios 
para sostener un diálogo continuo y vigoroso con los go- 
biernos. La adopción y supervisión de convenios legal- 
mente vinculantes sigue siendo el instrumento más im- 
portante al cual puede recurrir la comunidad internacio- 
nal para proteger los derechos humanos. 

Las organizaciones indígenas cuentan con una herra- 
mienta potencialmente poderosa en el Convenio No. 169 
para proteger sus derechos, pero es necesario tener un 
profundo conocimiento de las disposiciones del Conve- 
nio y los procedimientos de la OIT, si van a utilizarlo para 
reclamar sus derechos. La colaboración con los sindicatos 
será parte de esta lucha esencial para hacer que las dispo- 
siciones del Convenio sean una realidad y no simplemen- 
te más legislación no cumplida. 

Sin embargo, el Convenio todavía no ha logrado la 
influencia que podría tener. El número de países que lo 
han ratificado es limitado. No hay ningún movimiento 
en favor de la ratificación en Australia, Nueva Zelandia, 
Canadá y los Estados Unidos de América, países en los 
que hay muchos pueblos indígenas. Tampoco los países 
asiáticos y africanos lo han ratificado, aunque existen pue- 
blos indígenas y tribales en ambas regiones. El Convenio 
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ha tenido su mayor impacto en América Latina, donde ha 
sido importante políticamente para los pueblos indíge- 
nas en varios países. Es probable que el impacto positivo 
que el Convenio ha tenido en Latinoamérica conduzca a 
nuevos esfuerzos por parte de organizaciones indígenas 
en otros países para promover su ratificación. Junto con 
otros esfuerzos en el seno de las Naciones Unidas, el Con- 
venio seguirá siendo un paso importante en el esfuerzo 
creciente por proteger los derechos indígenas en todas 
partes del mundo. 

RESUMEN DE LAS RECOMENDACIONES PARA LA 
UTILIZACIÓN MÁS EFECTIVA DEL CONVENIO No. 
169 PARA PROTEGER Y PROMOVER LOS DERECHOS 
DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS 

1. Los pueblos indígenas podrían utilizar el Convenio 
No. 169 más eficazmente para promover sus derechos 
al: 

(a) Familiarizarse con las disposiciones del Convenio 
No. 169. La Guía al Convenio de la OIT es el medio 
más accesible. Se puede obtener del Departamento de 
Políticas de Desarrollo o el Departamento de Coordi- 
nación de la Igualdad y Derechos Humanos en Gine- 
bra, o a través de las oficinas regionales de la OIT. 

(b) Solicitar copias de las memorias de sus gobiernos 
a la OIT sobre la instrumentación del Convenio No. 
107 ó No. 169 (si su país ha ratificado el Convenio). 
Pueden averiguar las fechas límites para la presenta- 
ción de dichas memorias, solicitando dicha informa- 
ción del gobierno o de la OIT en Ginebra o las oficinas 
regionales de la OIT. (Nota: todos los estados que han 
ratificado el Convenio debieron entregar memorias a 
la OIT en 1998). 
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(c) Elaborar sus propios comentarios sobre la memo- 
ria del gobierno y enviar sus comentarios a la oficina 
regional de la OIT o a la OIT en Ginebra, y proporcio- 
nar copias al gobierno y a las organizaciones de 
empleadores y trabajadores que formarán parte de las 
delegaciones a la Conferencia anual. Estos comenta- 
rios serán más eficaces si incluyen información que se 
pueda verificar independientemente (adopción de le- 
yes, decretos, casos judiciales, etc.). 

(d) Colaborar con las organizaciones de empleadores, 
y especíalmente con las de trabajadores (sindicatos) 
en temas relacionados con sus derechos, ya que dichas 
organizaciones pueden participar plenamente en las 
actividades de la 01". 

(e) Informarse, por medio de la Comisión de Exper- 
tos, el gobierno o el CD-Rom ILOLEX de la OIT, sobre 
los comentarios que los órganos de vigilancia de la OIT 
han hecho con respecto a la instrumentación del Con- 
venio No. 169 por parte de su país. 

(f) Referirse a disposiciones del Convenio, especial- 
mente si su país ha ratificado el Convenio o, aunque 
no lo haya ratificado, en cualquier discusión con el 
gobierno relativa a los derechos indígenas. 

(g) Instar a la ratificación del Convenio, utilizando 
cualquier medio apropiado, si su país aún no lo ha 
ratificado. 

Se recomienda que la OIT 

Incluya mayor énfasis en temas de género en el desa- 
rrollo de  sus  programas de asistencia técnica sobre 
derechos indígenas. 
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Circule lo más ampiiamente posible su Guía a1 Con- 
venio y tambien la p ~ ~ ~ i c a ~ ~ ~ ~  de Barsh, Bastien so- 
bre "Negociaciones Eficaces por parte de los Pueblos 
Indígenas". 

Incluya lo xnds pronto posible las "Solicitudes direc- 
tas" en su CD-Rom ILLOLEX. 
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HUMANOS SON POCIBLES GRACIAS AL APORTE DE GOBIERNOS, ENTIDADES 

NO GUBERNAMENTALES, AGENCIAS DEL SISTEMA DE NACIONES UNIDAS, 
UNIVERSIDADES Y CENTROS ACADÉMICOS. TODOS ELLOS FORTALECEN LA 

INTERNACIONALES DE COOPERACI6N, FUNDACIONES, ORGANIZACIONES 

MISIÓN DEL IIDH. 




